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DELEGADO 
DE SECTOR: Señor Representante Julio Balmelli. 


INVITADOS: Por AFCCOM: señoras Yandinoca Sosa y María González; por AMTCCOU: doctores 
Alvaro Domínguez y José Peaguda. 


Por ONSC: Directora, doctora Elena Tejera y asesoras, doctoras Laura Bajac y Marisa 


Alassio. 
Por CETP: Consejero de UTU, profesor Javier Landoni y doctor Santiago Lissardi, asesor. 


Por MVOTMA: Director General de Secretaría, Gerardo Siri; economista Carlos Mendive, 
Presidente de la ANV; señor Juan José Bruno, Director ANV; doctoras Stella Forcade, 
ANV y Cecilia Menéndez, ANV. 


SEÑOR PRESIDENTE (Vidalín).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el gusto de recibir a una delegación de la Asociación de Funcionarios del Circulo Católico 
de Obreros del Uruguay, integrada por las señoras Yandinoca Sosa, Presidenta, y María González, Secretaria, 
y de la Asociación de Médicos y Técnicos de dicha institución, integrada por los doctores Álvaro 
Domínguez, Secretario, y José Peaguda, Presidente. 


SEÑORA SOSA.- Nuestro sindicato tiene sesenta años de existencia y, junto con los médicos, 
representamos a la mayor parte de los trabajadores; nucleamos a mil ochocientos funcionarios. 


Hemos venido a informarles que en el mes de diciembre un grupo de once odontólogos se afiliaron a nuestro 

sindicato, plantearon algunas inquietudes acerca de sus condiciones laborales, fueron asesorados por nosotros 
y por nuestro abogado, el doctor Álvaro Ferrín, y luego de haber conseguido algunas negociaciones, en abril, 

se presentan ante la institución como sindicato. 


Nosotros elegimos a nuestros representantes por voto secreto, lo informamos, lo publicamos, y avisamos con 
anterioridad la celebración de las elecciones. Por lo tanto, nos preocupa que estos compañeros, después de 
dos meses de negociación con la institución, se presenten como sindicato ad hoc, sin informarnos nada. 


Ya hemos tenido una instancia en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y otra en un Juzgado. Lo que 
nos preocupa es si se va a reconocer a cada grupo dentro de una institución cuando forman un sindicato. Para 
nosotros, el movimiento sindical es uno solo. Elegimos nuestra representación, lo hacemos público y 
tratamos de representar a todos los trabajadores en las negociaciones. 


Hoy, podemos decir que trabajamos en una institución de salud donde se nos pagan los sueldos y las 
licencias, pero hubo tiempos muy dolorosos, en los que tuvimos que negociar el cobro del sueldo en 
porcentajes y hasta en tickets alimentación para mantener el empleo. Actualmente, la institución está al día 
con todos sus trabajadores y, además, está creciendo. Entonces, nos preocupan estas actitudes, porque si cada 
especialidad va a formar su propio sindicato y no se quiere actuar en conjunto, nos va a ir muy mal. Si las 
instituciones y el sistema integrado de salud existen, es porque los trabajadores de la salud, en conjunto, con 
o sin diferencias, han llegado a acuerdos. 


SEÑOR PEAGUDA.- Como Presidente de la Asociación de Médicos y Técnicos del Círculo Católico de 
Obreros del Uruguay, quiero señalar que, a diferencia de lo que pasó con la Asociación de 
Funcionarios, en ningún momento fuimos notificados de la creación de esta asociación de odontólogos. 
Simplemente, después de que se trataron estos temas en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y 
de la citación en el Juzgado Laboral, recién en ese momento, nos enteramos de la constitución de esta 
asociación. Ante esta circunstancia, me puse en comunicación con su Presidenta, la doctora Ramírez, 
pero no tuve respuesta. 


Me hago eco de lo que ha dicho la señora Sosa con respecto a que, en el Círculo Católico de Obreros del 
Uruguay, las dos agremiaciones negociamos juntas y hacemos nuestros planteos ante una Comisión bipartita, 
que la integran los funcionarios, los médicos y la dirigencia política de la institución. Desde el año 1997 hasta 
ahora, hemos logrado acuerdos, lo que nos ha permitido crecer, dimensionarnos, estar al día y tener nuestra 
fuente de trabajo asegurada. 


Esta Asociación, que ha sido la piedra en el zapato que tenemos nosotros, no está yendo en la misma 
dirección que nosotros. Por este motivo, hemos venido a plantear hoy aquí que existen dos asociaciones 
reconocidas y con personería jurídica. Ellos están afiliados al PIT-CNT, y nosotros formamos el núcleo de 
base del Sindicato Médico del Uruguay; es decir, estamos perfectamente representados como para que ellos 
pudieran integrar nuestras asociaciones y discutir los problemas con la institución. Pero esto no se ha hecho, 
y se han olvidado de que hay un sistema integrado de salud que pone metas, que hay que cumplirlas, y ellos 
se niegan al traslado al interior, como corresponde, pues donde hay ginecólogos, tiene que haber odontólogos 
para atender a las embarazadas y, posteriormente, a las puérperas. A su vez, ellos hablan de represión 
sindical, y nosotros no entendemos por qué. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Quiero aclarar, porque ustedes no tienen por qué conocer la historia, que en 
1997 esta institución cerraba, no tenía salida, y gracias al esfuerzo de los socios, los funcionarios 
técnicos y no técnicos, esta institución salió. Ambas representaciones gremiales son electas por voto 
secreto, controlado por la Corte Electoral que no es algo menor y son las que, con aciertos o con 
errores, han negociado cada uno de los convenios inscriptos en el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social. 


Concretamente, queremos adjudicarnos la representatividad de negociar los convenios laborales de los 
trabajadores médicos, técnicos y no técnicos, porque así está dispuesto por las personerías jurídicas y así lo 
hemos hecho hasta ahora. Nosotros hicimos importantes esfuerzos para que ellos se integraran, pero en 
ningún momento quisieron hablar con nosotros. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- Como Secretaria General del Sindicato AFCCOM, quiero señalar algunos 
puntos. 


Cuando ellos se acercaron a nosotros en su momento, llegamos a tener instancia de negociación con la 
empresa. Como en toda negociación, siempre se va avanzando de a poco. La plataforma que plantearon era 
extensa aclaro que no estaba mal y su estudio implicaba tiempo; las cosas no se resuelven de hoy para 
mañana. Se estaba avanzando, se hacían propuestas, contrapropuestas, había un ida y vuelta, que es lo que 
hace a la negociación, pero ellos estaban apurados. Por lo tanto, resolvieron caminar en forma aislada y sin 
comunicación previa a nadie. Sabido es que hoy la legislación habilita a que cada grupo pueda formar su 
propio sindicato, pero no así representar en futuros convenios colectivos o mesas bipartitas o tripartitas 
dentro de las instituciones. Esto tiene aspectos álgidos, porque dentro de la salud, existen grupos muy 
heterogéneos, muchas categorías: mantenimiento, servicios, enfermería, nurses, etcétera. Podríamos seguir 
enumerando treinta o cuarenta más. Y si cada grupo pelea por preservar sus derechos individuales en lugar de 
velar por los derechos del colectivo, no es bueno para el movimiento sindical; no es bueno que exista tanta 
diversidad. 


SEÑOR OLIVERA.- Evidentemente, esta es más una situación interna y de carácter político sindical, 
que de cuestiones legales o legislativas. 


Nosotros no podemos hacer más que tomar conocimiento de esta situación. Es obvio que lo que va a estar en 
disputa de aquí en adelante es quién representa a la organización sindical, y eso lo van a determinar el tiempo 
y la capacidad de quienes tienen la dirección del sindicato y la mayoría. Es ese el desafío de futuro. 


Considero que no tienen ninguna situación compleja, porque el Ministerio lo que va a considerar es la 
organización más representativa. Está determinado por ley quién es el que representa a las organizaciones y a 
los sindicatos. Esto no es novedoso, porque de la misma manera que se pueden instalar asociaciones, se 
instalan corrientes sindicales internas. En el movimiento sindical, ha sido más legítimo tener opiniones de 
diferentes corrientes y disputar en su interna las elecciones, presentando listas, grupos de personas, etcétera. 


Es una situación atípica, pero no nueva. Sabido es que han convivido organizaciones de diversa índole, 
asociaciones técnicas, no técnicas, que han sobrellevado las situaciones y superado las crisis. 


Vuelvo a reiterar que lo que ustedes plantean es una situación netamente interna, pero es bueno para nosotros 
conocerla. Considero que esto va a depender de la Dirección de la institución, es decir, si le conviene 
considerarlos o no. A su vez, estarían en una disyuntiva, porque no se puede desconocer una asociación, 


sobre todo si hace reclamos relativos a su rama y a su tarea. | También es posible que un día nos pidan una 
reunión, y tendremos que atenderlos, como a cualquier organización, sin tomar posición interna, solamente ir 
monitoreando la situación. Sí cuestionaríamos si el Ministerio les permitiera firmar un convenio de salario o 
de cualquier otro tipo, a pesar de no ser la organización más representativa. No sucedería lo mismo si lo 
hicieran con la institución, que puede firmar un convenio diferente con ellos, que vale solo para ellos. En ese 
caso, ustedes tendrían otra discusión. Si es un convenio por encima del que ustedes firmaron, estarían en el 
legítimo derecho de reclamar las mismas condiciones, y si fuera inferior, sería responsabilidad de quien lo 
firma y no estaría avalado por las instituciones más representativas. 


En definitiva, lo que percibo es que no tienen ningún riesgo desde el punto de vista de la operativa, aunque 
deberán estar alertas para el futuro en lo que refiere a la representatividad como organización mayor. 


SEÑOR COITIÑO.- En primer lugar, quisiera saber cuáles fueron las respuestas que el Ministerio y el 
Juzgado Laboral les dieron al planteo que ustedes realizaron. 


En segundo término, ustedes están regidos por el derecho privado. Las relaciones son con la empresa y, en 
algunas instancias, con intervención del Estado. En ese sentido, me importa que quede claro cuál es el 
comportamiento de la empresa. 


En tercer lugar, quisiera saber si esta asociación de trabajadores tramitó el pedido de personería jurídica ante 
el Ministerio de Educación y Cultura. 


Pregunto todo esto porque ustedes traen un tema que en esta Comisión es absolutamente novedoso. Sí han 
venido organizaciones de trabajadores con puntos de vista distintos respecto a cómo resolver algún tema 
concreto, y no nos sorprende que, a nivel de los trabajadores, pueda haber distintos caminos de organización 
y desencuentros 


En esta Comisión no nos interesa en absoluto que los trabajadores se peleen entre sí. El resultado final 
siempre les brindará puntos de vista desde los que tienen intereses comunes, pero cuando hay intereses 
comunes y cada uno agarra para su lado, en realidad, perdemos todos. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Nosotros no hicimos ningún reclamo en ninguna esfera. 


Este grupo está formado por diez odontólogos. Desconozco si tienen personería jurídica. Me animaría a decir 
que no, porque los tiempos no les pueden haber dado para tramitarla ante el Ministerio de Educación y 
Cultura, pero no lo puedo confirmar. 


Las instancias en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social no se dieron porque nosotros hayamos 
efectuado algún planteo, sino porque ellos lo hicieron, y nosotros concurrimos como testigos de parte de 
trabajadores de la empresa. No reivindicamos absolutamente nada. 


Antes de ir al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, hicimos bastantes esfuerzos para reunirnos con ellos 
y explicarles que, en la metodología de la institución, antes de ir al Ministerio o de plantear algún reclamo de 
índole legal, siempre hubo, y queremos que siga habiendo, una instancia de diálogo interna, que no pudimos 

concretar, porque no quisieron reunirse con nosotros. 


En la segunda instancia, como el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social les desestimó su reclamo porque 
no los reconoció ni como gremio ni como organización representativa nos dijo que eran muchachos jóvenes e 
inexperientes, fueron a una instancia judicial, donde se les dio la razón en cuanto a que la institución no los 
puede trasladar nada más; no hay nada salarial, no hay condiciones laborales, y se reconoció que los únicos 
gremios que pueden negociar con la institución son los dos que estamos acá, y no ellos. 


SEÑOR BALMELLI CAMOIRANO.- Agradecemos la información que han traído los miembros de la 
Dirección del sindicato del Círculo Católico. Ahora, esto no es nuevo; es un síntoma que se agrega a 
otros. Se están dando ciertos peligros corporativistas en los grandes gremios, particularmente, en la 
salud. Ante esos peligros, son ustedes quienes tendrán que realizar sus propios esfuerzos para 
controlar, a través de sus negociaciones con la patronal, tratando de abrir espacios de discusión con 
todas estas asociaciones nuevas. Hay una asociación de enfermeros, otra de nurses, que se juntan, están 


un tiempo, y, de repente, quieren negociar por su lado, pero creo que un gremio como el de ustedes, con 
una tradición histórica muy fuerte, va a poder integrar reivindicaciones colectivas lógicas, en las que 
esta gente también se sienta representada por ustedes. Esta es una de las cuestiones que me parecen 
centrales. 


Comprendemos su preocupación. En lo personal, me preocupa que esto contribuya a una fragmentación que 
después hace difícil negociar. En la medida en que hay un sector muy fragmentado, donde hay muchas 
corporaciones, por oficio, etcétera, es muy difícil negociar. Y para nosotros, como legisladores, también lo es. 
Los corporativismos llevan a que cada uno tire para su pequeña chacrita, pero eso sucede en la medida en que 
no se logre integrar las reivindicaciones de esos sectores. 


Les agradecemos que nos continúen informando del desarrollo de esta situación y, en la medida de nuestras 
posibilidades, haremos ingentes esfuerzos para que ustedes y esa asociación puedan llegar a un acuerdo final. 


SEÑORA SOSA.- Está claro que acá no tenemos problemas de corrientes sindicales. Si fuera así, no 
nos preocuparía y no plantearíamos el caso acá, porque los trabajadores tienen todo su derecho a 
elegir con quién están más representados. Tenemos un problema que debemos analizar con mucho 
cuidado, porque dentro de la salud privada, se están creando muchas corporaciones. Entonces, por un 
lado, tenemos un Sistema Integrado de Salud que ha mejorado la asistencia de muchos trabajadores y 
de la mayoría del pueblo uruguayo, y, por otro, con esas corporaciones, donde cada cual defiende lo 
que le parece justo, lo estamos fragmentando, después de que costó tanto que se entendiera y se 
defendiera. 


Nuestra preocupación, tanto de los técnicos como de los no técnicos, es que se haya llegado a un Juzgado, 
que un grupo de trabajadores odontólogos, sin que nadie se entere, haya resuelto una elección y diga que para 
negociar con la institución en la que trabajan, deben ser reconocidos como sindicato y no pueden ser 
trasladados a ningún lugar. Este Sistema Integrado de Salud es para todo el Uruguay. El Círculo Católico no 
solo tiene dos sanatorios en Montevideo, sino que tiene sedes en todo el interior 


Por lo tanto, si las condiciones de trabajo no cambian y yo no estoy equivocada, manteniéndose las 
condiciones necesarias del viático y los tiempos, todos los técnicos y algunos trabajadores son trasladados. 
Entonces, estos compañeros para llamarlos de alguna forma, porque entiendo que no tienen experiencia 
sindical, y eso no se logra de un día para otro, sino que es necesario caminar bastante, escuchar y ver de qué 
forma es mejor conseguir para todos y no en lo individual se niegan a ir a dar asistencia a las sucursales del 
interior, y nos llama poderosamente la atención que en el Juzgado digan que no se los puede trasladar al 
interior y que no se les puede cambiar el salario. 


Por lo tanto, reconocen lo que el Círculo les estaba pagando hoy, pero los reconoce como sindicato, y 
nosotros entendemos que los únicos sindicatos válidos son el que hoy me toca dirigir a mí y el Sindicato 
Médico, que tiene un núcleo de base dentro del Círculo Católico. 


Esto nos preocupa, porque va a generar distintas situaciones dentro de la salud, ya que desde 2000, los 
trabajadores, particularmente, dentro del Círculo, pasamos la crisis en el conjunto, con los técnicos y los no 
técnicos, y si distintas corporaciones van a reivindicar lo que entienden sin saber cómo se está manteniendo 
este sistema, es embromado. 


SEÑOR COITIÑO.- Quiero que la delegación se vaya tranquila, ya que han despertado una alerta. 
Hoy, esta Comisión no está en condiciones de expresar una opinión porque es un problema y hay un 
conflicto de intereses. 


Voy a solicitar que la versión taquigráfica de las palabras de la delegación se envíe a los Ministerios de Salud 
Pública, de Educación y Cultura y de Trabajo y Seguridad Social, así como al PIECNT, a la FUS, al 
Sindicato Médico del Uruguay y al Círculo Católico del Uruguay. El mejor resultado que podemos sacar de 
la presencia de ustedes es colocar el problema. Después, la vida y cómo actuemos ayudará o no a resolver la 
alerta que están planteando hoy en este ámbito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En lo personal, debo decir que recojo las palabras del doctor Domínguez las 
de todos los compañeros, pero en especial las suyas porque sé que la institución estaba tambaleando, 
que ha logrado ponerse de pie y hay un muy buen relacionamiento entre la patronal y el gremio. Eso es 
lo que nosotros estamos buscando: buenas relaciones laborales, que redunden en beneficio de los 
usuarios y de los trabajadores. Ese es nuestro cometido. 


La Comisión agradece la presencia de la delegación. Sus palabras se enviarán a cada una de las instituciones 
que ha mencionado el señor Diputado Coitiño. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Funcionarios y Asociación de Médicos y Técnicos del 
Círculo Católico de Obreros del Uruguay) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Oficina Nacional del Servicio Civil) 


La Comisión da la bienvenida a la delegación de la Oficina Nacional del Servicio Civil, integrada por la 
Directora, doctora Elena Tejera, y las asesoras, doctoras Laura Bajac y Marisa Alassio. 


Luego de este diálogo nos vamos a enriquecer. Deseamos manifestarles el espíritu que tenemos los 
integrantes de esta Comisión en cuanto a trabajar en coordinación con la Oficina, tratando de lograr un buen 
relacionamiento con nuestros trabajadores, permitiendo su crecimiento, a los efectos de que esto redunde en 
beneficio del Estado. 


SEÑORA TEJERA.- De acuerdo al documento que nos hicieron llegar, advertimos que había un 
problema con respecto a los becarios de la Agencia Nacional de Vivienda. Nosotras estamos a las 
órdenes para responder las preguntas que deseen formular. 


SEÑOR COITHO.- El motivo de la convocatoria deriva de la visita de una delegación de la Agencia 
Nacional de Vivienda que planteó una problemática acerca del sistema de contratos. No se trata 
estrictamente de un tema de becarios, sino de los contratos. Después de esa reunión, vinieron otras 
delegaciones de becarios, planteando la inquietud de una cierta inseguridad acerca de su destino 
cuando venzan sus contratos. Dicen no tener todavía respuestas precisas en ese sentido. 


Nos ayudaría que ustedes nos dieran un panorama general de la línea de trabajo llevada adelante, a efectos de 
entender mejor estos planteamientos, que son mixtos. Cuando viene una delegación, hay de todo: becarios, 
no becarios. Yo me referiría a un régimen de contratos que estaba previsto claramente en el Presupuesto para 
la Administración Central, pero cuando aparecen los Entes no tenemos información acerca del procedimiento 
que se sigue. Entonces, funciona el agravio comparativo: "En tal lado se resuelve así". Esta es la línea de 
trabajo. Después, cada lado tendrá sus particularidades. 


SEÑORA TEJERA.- Los artículos que se establecieron en materia de recursos humanos en la Ley de 
Presupuesto fueron para la Administración Central. Se mantuvieron intactos para el resto de la 
Administración los vínculos contractuales que ya se tenían. El que sí es para la Administración Central 
y para el resto es el artículo 51 de la Ley de Presupuesto, relativo a becarios y pasantes. Allí se hace una 
nueva definición de becarios y pasantes, se modifica el plazo contractual, que antes era de un año con 
posibilidad de prórroga por un año más, y en la Ley de Presupuesto se estableció un plazo contractual 
de dieciocho meses sin prórroga, para evitar lo que ha pasado continuamente con los becarios, que 
luego de finalizar los dos años vuelven a tener conflictos porque quieren mantener su vínculo laboral 
con el Estado y muchas de las razones que invocan consisten en que estaban haciendo tareas 
permanentes y no de apoyo. Eso fue lo que clarificamos en la norma de la Ley de Presupuesto. 


En la Administración Central, COFE planteaba esa reivindicación, es decir, que los becarios estaban haciendo 
tareas permanentes y, por lo tanto, había que regularizarlos, es decir, volver al planteo del artículo 7* de la 
Ley de Presupuesto anterior, N* 17, 930. Se les dijo que no. Todos los becarios cumplieron con el plazo 
contractual y se fueron, sin perjuicio de que cuando el organismo llama a contratos temporales que era la otra 
modalidad que se había establecido- se les otorga un puntaje mayor en méritos por haber tenido experiencia 
en la función pública. 


SEÑOR COITIÑO.- ¿Eso ya está funcionando así? O sea que en el llamado a concurso hay una 
puntuación para quien tiene experiencia en la función pública. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Tierno) 


SEÑORA TEJERA.- Sí. Lo hicimos más general, no solo porque fuera becario. De repente, alguien 
estuvo contratado en algún momento por otro tipo de vínculo y también va a tener un puntaje por la 
experiencia en la función pública. También va a haber puntaje por la experiencia en la función 
privada, si tiene relación con la función a la que se está llamando en las bases. 


Dejaremos en poder de la Comisión el Manual de Reclutamiento y Selección de Personal, que se hizo en 
función del sistema del portal "Uruguay Concursa". En una de las formas de puntuar los méritos se establece 
qué porcentaje se le va a dar a la experiencia en la función pública y a la experiencia en la función privada. 


SEÑOR PRESIDENTE (Tierno).- Sería bueno que dieran lectura de ello para que conste en la versión 
taquigráfica. 


SEÑORA BAJAC.- La evaluación de antecedentes, esta experiencia laboral y otras competencias está 
recogido en la página 38 del Manual de Reclutamiento y Selección de Personal. Dice lo siguiente: "Este 
factor comprende la evaluación de la experiencia en tareas similares a las que son objeto de la función 
a cumplir, dentro del período de los últimos cinco años. No podrá superar el 30% del puntaje total 
previsto para el factor 'méritos y antecedentes' (12 y 6 puntos de acuerdo a la modalidad de concurso).- 
Para evaluar su experiencia se podrá requerir al interesado un informe por el que describa los 
objetivos de los cargos o funciones y proyectos en los que participó, las actividades realizadas. Este 
informe también podrá requerirse en el momento de la entrevista personal. | Se deberá mencionar en 
dicho informe a quien pueda respaldar la información aportada.- Se valorará también, dentro del 
período de los últimos cinco años, la experiencia laboral dentro de la actividad pública o privada en el 
desempeño de un cargo o función similar al que se concursa, o que pueda constituir experiencia 
trasladable al cargo o función que se concursa.- Frente a experiencias similares, la experiencia pública 
no puede representar más del 20% sobre la privada.- El período máximo a tener en cuenta será de los 
últimos cinco años, contados hacia atrás a partir de la fecha de inicio de inscripción al concurso y el 
período mínimo no podrá ser inferior a seis meses.- Si el período a evaluar no alcanza a cinco años, se 
prorrateará en función del tiempo trabajado". 


SEÑORA TEJERA.- Como ustedes saben, el Manual de Reclutamiento y Selección de personal está 
establecido solo para la Administración Central. Muchos organismos nos lo han pedido para manejar 
sus concursos con los mismos criterios uniformes que pretendemos se den en toda la Administración 
Pública. Es decir que, en principio, vencido el plazo contractual de la beca, si la institución decide 
hacer un nuevo llamado con un nuevo tipo de vínculo podrán tener un porcentaje por la experiencia en 
la función pública. 


Para abundar con respecto a los otros vínculos que podría utilizar la Agencia, cedo la palabra a las doctoras 
Alassio o Bajac. 


SEÑORA BAJAC.- Tenemos entendido que la Agencia no forma parte de la Administración Central y, 
por tanto, los vínculos que tiene para utilizar son los que tenía antes de la Ley de Presupuesto. Ellos 
pueden utilizar los contratos a término; también tienen los eventuales y, por supuesto, los 
presupuestados. Se hace un llamado para ingresar a la función pública. Si la Agencia lo considera y se 
inspira en este Manual, perfectamente puede puntuar la experiencia de los becarios y darles un plus. 
Esos son los vínculos más grandes. Becarios y pasantes también, pero el que ya tuvo una beca no puede 
volver a tenerla. 


SEÑOR COITIÑO.- En el caso de la delegación que recibimos, de trabajadores con contrato en la 
Agencia Nacional de Vivienda, no es un tema de becarios, sino de contratos que se vencen, y parecen no 
conocer la política que se aplicaría, que perfectamente ustedes han legislado como ordenador 
conceptual. Esa era la duda. Obviamente que lo que ustedes nos están diciendo es que la Oficina no 


interviene directamente. En todo caso es un punto de referencia, porque ahí viene combinado otro 
aspecto: si hay o no vacantes. Inclusive, hoy recibiremos a una delegación del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente junto con integrantes de la Agencia Nacional de Vivienda. 
Creo que se nos está clarificando cuál es la política de la Oficina en materia general y los límites 
legislativos. Efectivamente, lo que votamos en el Presupuesto fue determinante para la Administración 
Central. Es un punto de referencia, pero no es imperativo para otras áreas de la Administración. Me 
queda claro del informe de ustedes, que es muy preciso, que ahí hay una zona que se está procesando. 


SEÑORA TEJERA.- No sé qué tipo de vínculo es el que ellos dicen que se les vence y no se les renueva. 
Si estamos hablando de contratos a término, estos son renovables año a año hasta que la 
Administración decida rescindirlos. 


SEÑOR COITIÑO.- Se trata de contratos a término. 


SEÑORA TEJERA.- Entonces, la Agencia puede renovarlos y dependerá de su política y de la 
necesidad de mantenerlos. Eso no lo podemos saber nosotros. Desde el punto de vista jurídico, los 
contratos a término se pueden renovar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿La Agencia Nacional de Vivienda realizó alguna consulta sobre este tema a 
la Oficina Nacional del Servicio Civil? 


SEÑORA BAJAC.- A la Oficina no llegó absolutamente nada. 
SEÑOR COITIÑO.- Tampoco están obligados a hacerlo por ahora. 


SEÑORA TEJERA.- No, pero tenemos una buena relación. En otras oportunidades nos ha consultado 
por casos puntuales; tal vez lo haga. Quizás después de que venga hoy termine consultando a la Oficina 
Nacional del Servicio Civil. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para que se nos refresque la memoria, ya que vamos a recibir al Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y a la Agencia Nacional de Vivienda y, 
además, para que conste en la versión taquigráfica, sería bueno que nos mencionaran las modalidades 
de contrato que hoy existen dentro de la Administración Central que se votaron en la Ley de 
Presupuesto, para que todos tengamos la misma información, a fin de volcar alguna inquietud a las 
delegaciones que concurrirán en el día de hoy. 


SEÑORA BAJAC.- Las modalidades hoy para la Administración Central son el contrato temporal de 
derecho público, los arrendamientos de obra, las becas y las pasantías y, por supuesto, el ingreso a la 
función pública a través del artículo 50, que es lo que se llama provisoriato, los contratos laborales, que 
están especificamente regulados, y el contrato artístico, que es el ex caché. 


SEÑOR COITIÑO.- Quisiera saber cuántos trabajadores hay vinculados al Estado en sus distintas 
áreas, presupuestados y no presupuestados, incluyendo en los no presupuestados todos los tipos de 
contratos. 


SEÑORA TEJERA.- Precisamente, el Observatorio está culminando el análisis de los datos del año 
2010 y no quisiera adelantarme, pero no hay problema, se los haremos llegar en estos días. 


SEÑOR COITIÑO.- Hice la pregunta porque hay algunos datos del 2009 y me sorprendió la relación 
de presupuestados y no presupuestados existente. Pero como en esto hay que manejarse con las cosas 
actualizadas sería bueno que en algún momento pudieran brindarnos esa información. 


SEÑORA TEJERA.- No hay ningún inconveniente en hacerlo. De hecho, tenemos la obligación de 
traerla a fin de año o en la Rendición de Cuentas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos la presencia y quedamos a la espera de esa información, a 
fin de evacuar las dudas del señor Diputado Coitiño y la de todos nosotros. En breve recibiremos a las 
autoridades del Ministerio de Vivienda y de la Agencia Nacional de Vivienda para conocer en qué 
situación se encuentran estos becarios. 


(Se retira de Sala la delegación de la Oficina Nacional del Servicio Civil) | 
(Ingresa a Sala una delegación del Consejo de Educación Técnico Profesional) 


La Comisión de Legislación del Trabajo tiene el gusto de recibir al Consejo de Educación Técnico 
Profesional, integrado por el Consejero profesor Javier Landoni y el asesor doctor Santiago Lissardy. 


SEÑOR LANDONI.- Queremos agradecer la invitación, ya que para nosotros son muy importantes 
estas instancias. Vamos a utilizar un pequeño espacio, porque sabemos que esta Comisión no es, 
precisamente, la que discute temas educativos como bien se desprende de la versión taquigráfica de la 
reunión anterior, pero, sin lugar a dudas, el hecho de poder hablar de situaciones y de relaciones 
laborales no queda fuera de poder presentar algunos objetivos que nos planteamos para trabajar en el 
quinquenio. 


Creo que quienes trabajaron con el Presupuesto ya lo conocen pero, de alguna manera, es en ese marco en 
que se dan las relaciones laborales dentro del Desconcentrado. 


En primera instancia, quisiera aclarar que mis compañeros de Consejo hoy no están presentes, porque en esta 
situación estoy subrogando al Director General, que se encuentra de viaje, y mi otro compañero de Consejo 
tenía una reunión en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, no por este tema. 


Quiero comentar que, históricamente, la educación técnica históricamente se ha movido por el avance 
científico-técnico y por las demandas sociales. Esto explica, en parte, la diversidad y complejidad de su 
propuesta educativa. 


En primer lugar, para contextualizar las respuestas, queremos comunicar que el Consejo de Educación 
Técnico Profesional, a partir de 2005, se propuso modificar el modelo de gestión. Entendió que era necesario 
trabajar desde una perspectiva que percibiera la organización escolar como un sistema con dificultades de 
articulación, que funciona con cierta autonomía e identidad propia. Desde esta postura, la gestión educativa 
se diferencia claramente de la empresarial, porque se centra en la promoción y desarrollo de los 
procedimientos que apuntan a una modificación de la cultura institucional a través de un proceso de debate y 
de reflexión en la búsqueda permanente de consensos, y eso lleva tiempo. 


La descentralización no se decreta, aunque surja de un modelo administrativo general. El proceso de 
descentralización no se limita a transferir espacio de toma de decisiones de las direcciones escolares e 
implica el empoderamiento de todos los actores educativos a través de un acceso claro a la información, de la 
promoción de la participación, de la responsabilidad en la concreción de la tarea asignada y la consiguiente 
rendición de cuentas y el desarrollo de la capacidad local de la organización. 


En segundo término, queremos mencionar que el CTP se embarcó en el desarrollo de planes de estudio 
diversificados que apuntan a solucionar dos situaciones claras: por un lado, la especialización técnica y 
demanda de carreras en consonancia con un nuevo modelo de desarrollo de país y, por otro, la formación 
integral de los jóvenes que no han terminado la educación básica, que no estudian ni trabajan, con un plan 
específico que fue nombrado en la reunión, el FPB 2007 Formación Profesional Básica, que empezó a 
funcionar en marzo de 2008 


Estamos en un período de transición del modelo teórico de la práctica institucional y de profundización de la 
presencia del CTP en el país, tanto a nivel territorial, como curricular. 


En la reunión de la Comisión de Legislación del Trabajo del 4 de mayo se trataron muchos temas. Siguiendo 
los comentarios de los señores Diputados intervinientes, organizaremos las respuestas en torno a dos ejes: 
características generales de la propuesta del CTP, y la situación laboral de los funcionarios de la Institución. 


Brevemente, queríamos mostrar la complejidad del sistema. El sistema de Educación Técnico-Profesional 
atiende diversas modalidades de formación y, como ustedes pueden observar no voy a entrar a analizar todo, 
tenemos todos los niveles educativos: el nivel I, que implica la educación básica para alumnos de ciclo 
básico, educación profesional básica, para aquellos jóvenes que no trabajan, no estudian ni tienen quince 
años; bachilleratos en distintas orientaciones, que nosotros llamamos Educación Media Tecnológica; algunas 
propuestas intermedias, a las que denominamos con la sigla MP, que permiten al estudiante ingresar al 
mercado laboral o continuar sus estudios terciarios. 


Por otro lado, en cuanto al nivel terciario, debemos decir que estamos muy contentos, porque a nivel de todo 
el país, en algunos lugares donde era impensable, hemos podido abrir, no solo propuestas de nivel 2, sino 
también muchas de nivel 3. También, analizando el conjunto de datos que tenemos, parecería que los jóvenes 
uruguayos y sus padres han apostado a la educación técnica como una propuesta válida y valiosa a la hora de 
elegir cuál es el destino de sus hijos. 


Rápidamente, vamos mostrarles los proyectos que tenemos. En primer lugar, tenemos diez objetivos 
estratégicos que están previstos y que vamos a reiterar en la próxima Rendición de Cuentas. Se trata de 
distintas formas generales, que también coinciden con la Comisión Multipartidaria; son propuestas que están 
en línea con lo que se ha planteado para el país en este quinquenio. Estos diez objetivos se traducen en 
proyectos que se van a desarrollar a lo largo del quinquenio. 


¿Por qué hablamos de la descentralización? Porque tiene mucho que ver con la toma de decisiones y con 
algunos problemas que tenemos con la liquidación de sueldos. Como dije al principio, la descentralización no 
se decreta, el empoderamiento de las decisiones no es sencillo. A veces, no hablamos tanto de 
descentralización sino de desconcentración; es decir, tomar decisiones, y luego, rendir cuenta de lo hecho. 


Por otro lado, se puede apreciar una reestructura organizacional. Como ustedes saben, la institución fue 
organizada muy rígidamente no vamos a hablar de la historia de UTU, pero, a lo largo de la historia y en los 
últimos tiempos, ha tenido un cambio importante. 


También, hablamos de mejoras edilicias, dado que también redundan en mejores condiciones laborales; de 
fortalecer algunas formas de acceder a los distintos centros educativos. Como saben, la UTU, por su 
particularidad, no solo concentra sus propuestas educativas en locales como los otros subsistemas, sino que 
distribuye en todo el territorio nacional distintas propuestas, que construimos con los actores institucionales, 
con las fuerzas vivas de cada lugar. Tal vez, algunos de ustedes fue invitado a la discusión de nuestra 
propuesta educativa. 


Estos son los proyectos para que se pueda ver qué estamos haciendo. Queremos demostrar que no estamos en 
un proceso de desmantelamiento, sino al contrario, en un proceso de fortalecimiento y de presencia en todo el 
país, con los problemas que esto trae aparejado. 


Concretamente, sobre la situación laboral de los funcionarios, vamos a tratar de ordenar las cuestiones que 
plantearon algunos compañeros de la Institución en la sesión anterior de la Comisión. Vamos a considerar 
cuatro aspectos dentro de esta temática: la estabilidad, la precarización laboral, temas de evaluación de los 
funcionarios, radicaciones y, por último, la frutilla del sistema, la liquidación de sueldos. 


Cuando hablamos de estabilidad laboral, corresponde reconocer que en nuestro subsistema existe aún un 
número importante de docentes y no docentes que son interinos. Esta situación planteada es, en muchos 
casos, estructural y producto de que la institución no tiene interiorizada una cultura de concurso, a diferencia 
de otros subsistemas hermanos, como, por ejemplo, Primaria; es un tema que estamos trabajando. Esta 
situación es estructural, sobre todo, en aquellas especialidades donde no hay formación docente. Como 
ustedes sabrán, nosotros atendemos realidades tales como artes, artesanías, alambradores, belleza, industrias 
gráficas e infinidad de propuestas que no existen en el Uruguay desarrolladas desde lo institucional, es decir, 
desde los institutos de formación docente 


Esta situación la debemos reconocer. 


Asimismo, debemos reconocer que, a junio d 2010, según informa el Programa de Recursos Humanos, 
tenemos 54,5% de docentes interinos, 44,5% de docentes efectivos, 72% de funcionarios presupuestados y 
28% de funcionarios contratados. Queremos destacar que la cifra de 44,5% de docentes efectivos que han 


concursado para la UTU es histórica. Precisamente, una de las mayores preocupaciones del Consejo anterior 
y del actual ha sido la promoción de concursos. 


En este sentido, con relación a los funcionarios docentes, hemos realizado cuarenta llamados a concurso que 
involucran a 229 áreas; 2.116 aspirantes lograron efectivizarse. En estos días, se están formando los 
tribunales y se están procesando concursos en las áreas de egreso de matemáticas, dibujo, literatura e idioma 
español, que involucran, además de estos 2.116, a 691 aspirantes. Por otro lado, se llevó a cabo un concurso 
de preparadores de laboratorio en las áreas de física, química y biología, logrando la efectividad sesenta 
profesores. Por último, se realizó un concurso de Inspectores Contables, que es histórico para la institución; 
nueve lograron la efectividad, y dos asumieron sus cargos. 


Olvidé mencionar que se está trabajando precisamente ahora en la instrumentación de convocatoria a 
concursos de no egresados en áreas de egreso, es decir, aquellos profesores que no tienen título docente y 
que, evidentemente, por cuestiones de necesidad del servicio, cumplen funciones en otros organismos 
desconcentrados. En este caso, se formó una Comisión de la que también se habló en la sesión anterior 
llamada de Interinos, donde participa AFUTU, que aprobó las bases, a su vez, aprobadas por el Consejo. 


La lentitud de esta Comisión es producto de una larga discusión centrada en la instrumentación de la prueba 
de oposición. Como ustedes saben, la prueba de oposición en este caso es un instrumento indispensable, 
porque la persona que dicta una asignatura debe demostrar cierta idoneidad técnica. 


Con respecto a los funcionarios no docentes, hemos avanzado mucho. En primer lugar, los funcionarios no 
docentes presupuestados concursaron en febrero de 2008 en los Grados 5 y 7. Esto significa que hoy, en las 
escuelas de todo el país, en las más pequeñas en número y en las más simples en complejidad en cuanto a 
nuestra propuesta educativa que es difícil encontrar, hay una Secretaria, que sería funcionario Grado 7. En 
otros lugares, tenemos funcionarios Jefes Administrativos Grado 5, y en algunos centros, por ejemplo, el ITS 
o algunos del interior que son muy grandes, tenemos las dos figuras, un Grado 5 y un Grado 7. Esto es un 
avance significativo para el CETP, que, desde el año 1995, no realizaba llamados a concurso para estos 
funcionarios. 


En lo que respecta a los funcionarios contratados, también concursaron en 2010. El último concurso en el 
área administrativa y de servicio se llevó a cabo en 2010; participaron alrededor de novecientos concursantes, 
entre ellos, pasantes que habían cumplido la función y también personas externas, porque fue un llamado 
abierto. 


Concretamente, el Consejo de Educación Técnico Profesional ha hecho innumerables llamados a aspirantes. 
En la versión taquigráfica de la última sesión de esta Comisión, se hizo mención al llamado a adscriptos. En 
ese sentido, quiero señalar que el CETP ha tenido, a lo largo de su historia, un grave problema con el cargo 
de adscripto, que es una figura de acompañamiento de los estudiantes. Precisamente, para mejorar el ámbito 
laboral y la atención de los estudiantes, que estamos convencidos redunda en la mejora de los aprendizajes, 
hemos hecho un gran esfuerzo para nombrar un número importante de adscriptos. Cuando recién asumimos 
lo digo con propiedad, porque soy Director e Inspector de UTU, teníamos un adscripto cada veinte o treinta 
grupos. Hoy, tenemos un adscripto cada cuatro o cinco grupos en primer ciclo y cada seis o siete grupos en 
segundo ciclo. Esto contribuye a generar un clima laboral apto para que el profesor pueda desempeñarse lo 
mejor posible. 


Por otro lado, en este llamado que va a tener vigencia de 2011 a 2013, se innovó en algunos aspectos, lo que 
nos trajo algunas resistencias, por lo que dije al principio. Fue la primera prueba para realizar un concurso de 
adscriptos, a efectos de lograr su efectividad. Por primera vez, se incorporaron en este llamado a aspiraciones 
aspectos relativos a la elaboración de determinados perfiles y a los objetivos de la tarea, más allá de que solo 
se requirieron certificados de idoneidad técnica. Este era el primer paso para desarrollar, brevemente en eso 
estamos, un concurso en este grupo de profesionales. 


¿Cómo se evalúan los funcionarios del CETP, que también se habló en la sesión pasada? En todos los casos 
mencionados, existen y se aplican normativas específicas de evaluación del desempeño de los funcionarios 
de acuerdo con los estatutos respectivos, es decir, Estatuto Docente y no Docente. 


En cuanto a las figuras nuevas, como es sabido, la educación ha tenido la necesidad de contar con figuras que 
hicieran posible la implementación y desarrollo de nuevas propuestas educativas, basadas en un principio 


fundamental: la inclusión social. Concretamente, la Formación Profesional Básica 2007 requirió la 
contratación de personal atípico, como psicólogos, educadores y alfabetizadores. Digo atípicos, porque los 
profesores no estábamos acostumbrados a trabajar con otras figuras que no fueran profesores. Entonces, el 
hecho de incorporar acompañamientos externos que permitieran que el estudiante no solo aprendiera, sino 
que, además, no se desvinculara del sistema, ha generado que nuevas figuras se acerquen nuestros centros 
educativos. 


La primera etapa de este proceso ha tenido algunas resistencias. Desde 2008 hasta la fecha, el ingreso de 
nuevas figuras a los centros educativos, nos hizo buscar formas para que se integraran desde el punto de vista 
normativo y de la evaluación. A través de acuerdos con los propios involucrados y la Comisión de 
seguimiento de este nuevo Plan, se elaboró una pauta de evaluación, que no es para el profesor adscripto ni 
para el profesor. Aparecen otros ítems vamos a dejar copia que permiten ver el desarrollo de la función del 
profesional. 


Esto nos trajo muchas discusiones, porque los educadores, los asistentes sociales, los alfabetizadores, no 
reconocían la figura del Director como válida a la hora de evaluarlos. Ha sido un trabajo duro. En realidad, 
cada uno de los Directores tenemos una especialidad; no podemos evaluar otra, pero sí podemos abordar 
otros temas, por ejemplo, atención a los alumnos, abordajes de otros aspectos, seguimiento de la familia, 
etcétera. La pauta recoge otros ítems que permiten evaluar a estas nuevas figuras. Sin ninguna duda, estamos 
convencidos de que el Director sigue siendo la figura legítima para esa evaluación. 


Asimismo, el CETP ha tenido una política constante de mejora de sus espacios físicos, que redunda en las 
condiciones de trabajo. El abatimiento de la relación docente-alumno, adscriptos- alumnos y la dotación de 
materiales e instrumentos para el desarrollo de propuestas curriculares redundan en la calidad del empleo. 


Sin lugar a dudas, el CETP, a partir de 2008, ha trabajado mucho con la designación de partidas 
presupuestales para los centros educativos, precisamente, para profundizar la descentralización. Hoy, cada 
centro decide la compra y qué materiales precisa cada uno de los sectores de los centros educativos. Esto es 
importante, porque va a generar que los trabajadores, los profesores, puedan desarrollar su tarea en las 
mejores condiciones posibles. 


Por otra parte, hemos traído una lista de las distintas obras que se van a desarrollar a lo largo del quinquenio 
y las que se desarrollaron en materia edilicia, fundamentalmente, rompiendo con algunos esquemas que 
mostraban a la UTU como aquel lugar hecho para hombres, y había que ser bien hombre; por lo tanto, eran 
grises y con muchos tornillos y piedras. Si ustedes ven hoy la Escuela Marítima, se darán cuenta que hay un 
cambio significativo. No solo está pintada de rosado, sino que, además, tiene cartelería nueva, como todas las 
escuelas del país. También estamos trabajando mucho para que las nuevas obras, a efectos de mejorar la 
relación laboral, no solo tengan espacios de taller, sino también un fuerte componente de espacio recreativo. 
En estos días hemos llamado a licitación para adquirir instrumentos musicales, porque a los jóvenes que 
estudian oficios también les gusta la música, el teatro, el arte, y por eso no pierden su perfil varonil. | 


Por otro lado, en cada centro educativo se han implementado espacios de recreación, con futbolitos y mesas 
de ping pong, y esto ha dado una impronta distinta a nuestros espacios educativos y ayuda a bajar el nivel de 
agresividad en las relaciones humanas, lo que hace que el profesor pueda desempeñar su tarea en las mejores 
condiciones. 


Estimamos que estos datos muestran que no hay desmantelamiento ni aumento de la precariedad laboral. El 
CETP está embarcado en una política de estabilidad y crecimiento sostenido. 


Más adelante, si nos da el tiempo, nos gustaría mostrarles una proyección para que vean cómo ha crecido la 
UTU en número de grupos con respecto al área técnica. Porque también en el documento se ha marcado que 
las áreas técnicas han sido debilitadas. Por el contrario, hubo un crecimiento bien importante en número de 
horas y de grupos en aquellos lugares donde podemos desarrollar nuestras propuestas, porque requieren 
profesores con otra formación, que son muy escasos en el Uruguay, producto de que la formación docente en 
el INET estuvo cerrada durante muchos años. 


En cuanto a las radicaciones, debo decir que la implementación de la radicación de los funcionarios docentes 
viene siendo tema de debate y discusión en el CODICEN, en la medida en que es uno de los lineamientos 
institucionales que articulan la reestructuración funcional pensada para potenciar el sistema. 


Nuestro desconcentrado plantea la necesidad de incorporar paulatinamente esta estrategia con criterios de 
pertinencia y eficiencia, en la medida en que entiende que la radicación refuerza el vínculo docente con la 
institución y, al reducir el multiempleo, puede contribuir a la mejora del proceso de enseñanza y aprendizaje. 


Yo quiero decir que el problema de la radicación es muy complejo. Todos los subsistemas estamos 
empeñados en buscar una solución. Los que son profesores saben que la ingeniería de nuestra profesión es 
muy compleja. Recuerden que hay cargas horarias determinadas por asignatura, el profesor no trabaja sólo en 
un centro educativo, no logra concentrar todas sus horas en un único lugar, por lo cual tiene una movilidad, y 
ni que hablar de la movilidad que surge de propuestas que le pueden resultar más apetitosas, como cambiar 
su situación CETP e irse a Formación Docente, a Primaria, porque en el interior todos los profesores trabajan 
en todos los subsistemas. 


Entonces, es difícil, pero estamos convencidos de que eso que ahora llaman "el cambio de matriz" entre 
comillas puede ser un cambio significativo a la hora de modificar la estructura de nuestra profesión. En otros 
momentos se han hecho algunos intentos, algunos han dado resultado y otros no. Algunas cosas dependen de 
la Rendición de Cuentas y de la mejora de los salarios de los profesores. De todas maneras, hemos avanzado 
bastante; con los distintos subsistemas estamos hablando de cargas horarias que podrían ir entre 30 y 35 
horas en algunos casos, sobre todo para los profesores de Taller, a ser elegidas por dos o tres años, a prueba. 
Por otro lado, hay materias como la mía que tienen poca carga horaria, de 15 horas más 5, para tener no solo 
instancias de coordinación, sino de atención y seguimiento de los proyectos dentro de los centros educativos, 
pero fundamentalmente para mejorar la estabilidad laboral, que es tan importante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuál es su materia? 
SEÑOR LANDONI.- Profesor egresado del IPA en Derecho y Sociología. 


Asimismo, el CETP reconoce dificultades específicas y contextualizadas en el área de la liquidación de 
sueldos. Sin embargo, a su criterio, en general, cuestiones tales como el pago de salarios, compensaciones, 
abonos y demás rubros contables de la institución parecen haber acortado sus tiempos a la hora de llegar a los 
destinatarios. Podemos dejar a la Comisión un informe que elaboró el Departamento Financiero Contable 
sobre este aspecto. 


Los problemas se focalizan en un sistema informático antiguo que se viene transformando. La puesta en 
funcionamiento total del nuevo sistema que se está implementando requiere de certezas técnicas y contables, 
en las que se está trabajando. 


En el acta en la que se registra la comparecencia también aparece una demanda que es real y que denota que 
el programa que había instrumentado la institución es muy complejo. Quince o dieciséis personas participan 
en el proceso de liquidación de sueldos. Parece la película "Tiempos modernos": cada uno aplica algo en el 
proceso de producción del pago, y hay gente que ni sabe por qué lo hace, es una práctica que viene realizando 
hace veinte años y la sigue desarrollando. 


El CETP se ha embarcado con todos los temas. Primero, se plantearon distintas alternativas que aparecen en 
la versión taquigráfica, como trabajar con la Universidad de la República, con la que trabajamos bien en otros 
aspectos, sobre todo en los educativos, y trabajar con los propios técnicos informáticos de la institución, pero 
en realidad el programa nunca fue cambiado en su totalidad; siempre aparecen reformas del viejo. 


¿Qué decidió el Consejo anterior? Desde 2007, en que se firmó un acuerdo con el Programa MEMFOD, el 
CODICEN estaba implementando un nuevo sistema de pago de sueldos más simple, más rápido, con la 
posibilidad de intervenir en algunos momentos, porque una vez que se larga el proceso no se puede cortar. 
Las discusiones internas, una visión equivocada de los propios funcionarios y de todos los sectores 
institucionales de que no era bueno, que se trataba de una empresa es decir, lo que se plantea en el acta de la 
comparecencia, retrasó muchísimo la implementación del nuevo sistema de sueldos. 


De todas formas, el año pasado se comenzó a trabajar, se llamó a licitación a una empresa y se está haciendo 
un nuevo sistema de pago de sueldos. ¿Por qué no está funcionando aun? Porque necesitamos tener certezas 
técnicas. En 2005, cuando se tomaron los cargos de la nueva Administración se cambió el sistema de 
liquidación de sueldos, y no sabemos por qué pero se puso uno sobre el otro y desaparecieron todos los datos. 


Ahí tuvimos el primer gran problema en el pago de salarios. Por lo tanto, se está trabajando en este programa, 
se está capacitando a los funcionarios y se están corriendo ambos programas, a los efectos de que cuando 
pongamos el nuevo en funcionamiento no haya problemas. 


Claro está que el problema del sistema de liquidación de sueldos no solo pasa por un programa, sino por la 
responsabilidad a la hora de cargarle los datos al sistema. Al leer la intervención, parecía como que el sistema 
de liquidación de sueldos tuviera vida. Un sistema puede ser muy bueno o muy malo en la medida en que 
nosotros le carguemos los datos correctamente y con la responsabilidad que cada Director de los centros 
educativos debe tener a la hora de procesar eso. 


Para comprender la complejidad del sistema de liquidación de haberes docentes, corresponde vincular la 
demora en el pago, ya sea por ingreso a la institución lo que decíamos hace un rato sobre la ingeniería de 
nuestra profesión o cambio de situación funcional, con el proceso de designación de horas docentes en 
nuestro subsistema. Brevemente, me gustaría describirles todo el proceso que el profesor sufre dentro de los 
subsistemas. 


Los profesores y maestros técnicos se ordenan en Registros Escalafonarios por área, confeccionados por el 
Programa de Recursos Humanos, según los criterios de ponderación establecidos por el estatuto docente. En 
acto eleccionario público y regulado por un manual de procedimientos, el Programa Gestión Escolar procede 
a otorgar las horas docentes correspondientes a las áreas por departamento. Como constancia, entrega una 
boleta de designación que debe ser presentada por el docente dentro de las cuarenta y ocho horas en el centro 
escolar. A partir de ahí, la Dirección del centro escolar debe proceder a realizar la declaración jurada, que es 
el documento que se remite a la UAT unidad coordinadora entre Recursos Humanos y la Unidad Financiero 
Contable, para luego hacer efectivo el pago de haberes. 


Hemos encontrado que algunas Direcciones escolares no enviaron las declaraciones juradas en tiempo y 
forma. El Consejo, en consecuencia, ha encomendado el inicio de investigaciones administrativas en los 
centros en los que se detectaron atrasos. Asimismo, las inspecciones regionales han iniciado procesos de 
fiscalización y reestructuración en los centros, con el objetivo de mejorar la referida situación y evitar que se 
repita. 


En otra instancia, a la misma altura del año, realizamos un trabajo donde vimos que el proceso de liquidación 
de sueldos no se hace en tiempo y forma, no porque el sistema sea malo que reconocemos que lo es, sino 
porque hay un tema claramente administrativo. Quiero hacer referencia a algunos lugares donde la situación 
fue preocupante: Bella Unión, el ITC de Montevideo, que ustedes marcan aquí, y otros cuarenta centros del 
país. 


SEÑOR TIERNO.- ¿Podría explicar por qué dice que es preocupante? 


SEÑOR LANDONTI.- Sí, porque no cobraron los profesores, cuestión que no queremos que pase, y 
vamos a explicar por qué sucedió esto. 


Hemos atendido los distintos casos y tienen una constante: las declaraciones juradas se enviaron fuera de 
fecha. Del Departamento Financiero Contable, en acuerdo con el Programa Gestión Escolar, se envió un 
memo a todas las escuelas diciendo que el plazo máximo para recibir las declaraciones juradas de los 
funcionarios que eligieron en diciembre era hasta el 31 de marzo. Y nosotros hemos constatado, 
particularmente en Bella Unión, que las declaraciones estuvieron llegando hasta el día de ayer. 


¿Qué medidas hemos tomado? Sabemos que los colegas de Bella Unión están de paro. Estamos en constante 
comunicación con el delegado sindical y con la Dirección de la escuela, a través del Inspector 
correspondiente. Les hemos asegurado que el pago se hará efectivo entre el jueves y el viernes por cajero y 
por cheque, y que no solo van a cobrar los funcionarios que debían hacerlo, sino también todos aquellos cuya 
declaración jurada entró en el día de ayer. Vamos a hacer esto por tratarse de una situación de emergencia, 
porque, en realidad, no correspondía que cobraran este mes, sino el próximo, ya que algunos han tomado 
horas en la última elección, que fue el martes pasado. 


Una de las compañeras que estaba acá dijo que era fácil, que ella había ido a reclamar al Consejo y que este, 
en marzo, salió corriendo e hizo que esos cuarenta funcionarios cobraran. No, no era fácil; el problema era la 


emergencia. Como no habían cobrado por no haber mandado las declaraciones juradas o se había trancado en 
el proceso de pago, en el Consejo resolvimos rápidamente que se les abonara. Entonces, corrimos e hicimos 
una cantidad de cuestiones que luego entorpecen el desarrollo del sistema de liquidación de sueldos, paramos 
la emisión del nuevo presupuesto para pagarle a esas cuarenta personas. Es decir que no era fácil, era 
complejo; lo que quisimos fue resolver el problema. 


Lo que estamos haciendo para corroborar exactamente si los problemas son por el sistema que estamos 
convencidos de que no, por los informes que hemos recibido o de índole administrativo es realizar 
investigaciones administrativas en cada uno de los lugares. Así lo hemos informado a los Directores y a 
nuestros colegas profesores de Bella Unión, que hoy levantarían la medida de paro ante la certeza de que van 
a cobrar. 


Para finalizar, el CETP quiere declarar que en el marco de la negociación colectiva, quincenalmente, 
funciona en la institución una Comisión bipartita, a la que asiste la Dirección de AFUTU. Consideramos que 
este es el ámbito natural para construir y profundizar el diálogo en nuestro subsistema, entre el CETP y sus 
trabajadores agremiados. Aspiramos a que temas como los que se plantearon aquí, se vuelquen allí y que los 
canalicemos en ese espacio, porque estamos convencidos de que con el diálogo y el entendimiento que 
además es una constante en nuestro subsistema podrían darse respuestas rápidas y eficientes en distintos 
temas, no solo respecto a las condiciones de trabajo. 


Entonces, al nuevo sistema de liquidación de sueldos debe sumarse un seguimiento de las responsabilidades 
funcionales, porque no solamente es responsabilidad del Director de la escuela, sino también del funcionario, 
que no solo tiene derecho a cobrar, sino también el deber de hacer su declaración jurada, y en la medida en 
que no lo haga en tiempo y forma no va a cobrar. | En esta dinámica de estos días en que se han sacado tres 
complementos, y en otras instancias, se han planteado infinidad de problemas que no eran de resorte 
institucional, sino que también eran responsabilidad de algunos compañeros. A veces nos olvidamos de hacer 
ese papeleo que necesariamente existe para que los contadores liberen los salarios, no hacemos la declaración 
jurada y no llega al destino, con todos los problemas que esto trae aparejado no solo para la institución, para 
ustedes y para las familias de los trabajadores, que es lo que realmente nos preocupa. 


SEÑOR COITIÑO.- Agradezco el informe global, que supera con creces los aspectos puntuales que 
están planteados por una delegación de trabajadores en esta Comisión, ámbito natural y 
absolutamente utilizable, tanto por quien ejerce la responsabilidad de conducción de cualquier 
institución pública o privada, como por parte de los trabajadores. Esto que estamos haciendo afirma 
un buen funcionamiento democrático en nuestra sociedad. 


Como segundo aspecto, estamos chequeando algunos de los problemas. Los problemas que planteó la 
delegación, más allá del grado de importancia que cada uno le dé a cada uno le pesa el sayo que le 
corresponde- tienen coincidencias con lo que plantea la Dirección de CETP. Algunos de ellos tienen una 
duración demasiado significativa cuando afectan los intereses de los trabajadores. Digamos que son 
problemas que se vienen dando históricamente. Acá los trabajadores fueron muy claros en decir que no se 
hacía un juicio en todo caso sí desde el punto de vista de sus expectativas, sino que más bien señalaban que el 
problema estaba desde hace mucho tiempo. 


Por supuesto que tenemos información directa en este caso particular, mi origen es Bella Unión del paro que 
están haciendo los trabajadores docentes en esa ciudad. Según sabemos, el tema es el retraso en el pago. 


Ese es un aspecto de la cuestión. Los esfuerzos están. Se nos informa que se ha ido al contrato de alguna 
empresa para que ofrezca una perspectiva. Desde el punto de vista institucional y del Estado, en Uruguay, la 
Facultad de Ingeniería tiene todos los instrumentos y no necesita nadie que así lo quiera, obviamente recurrir 
a la actividad privada cuando lo tiene dentro del Estado, en este caso a través de la habilitación del 

artículo 221 de la Constitución, que comprende a los organismos de la Enseñanza. Entonces, se tiene que dar 
alguna explicación. Si bien el señor Director manifiesta que se coordina, nos parece que perder la capacidad 
de ciencia de la Facultad de Ingeniería y recurrir a una empresa de otro tipo es desaprovechar recursos que ya 
existen y que toda la sociedad está financiando. 


Como el tema de la estructura ya fue planteado, quiero hacer una pregunta. Durante algún tiempo, los medios 
de comunicación hablaban de que el CETP no estaba cubriendo la demanda de la sociedad uruguaya. 


Quisiera que esto se nos aclarara, aunque es accesorio con relación al tema que motivó el pedido de 
concurrencia. 


Por otro lado, el tema de la radicación es clave. El informe dice que los salarios no están a la altura de las 
aspiraciones o el valor de la docencia. Cuando a eso se le suma la inestabilidad del lugar donde se imparte la 
docencia, ese tema se multiplica. Del informe, nadie puede pensar que en el corto plazo esto sea algo que se 
va a resolver. 


También está el tema de la efectividad y el interinato. El dato que se nos dio acá, ustedes no lo han 
modificado demasiado. Sí se ha incorporado el hecho de que por la vía del concurso se pueden achicar el 
número de interinatos, pero ellos daban el dato de mil concursos posibles. Me gustaría que se aclare esto. No 
es lo mismo tener, en 7.000, 2.000 presupuestados y 5.000 interinatos, porque esto se convertiría en un 
problema reproducible día a día, hoy en Bella Unión y mañana en otro lado. No quisiera estar en el cuero de 
ustedes en lo que refiere a esa diversidad, desde el punto de vista territorial, de problemas que se les pueden 
presentar. 


No me quedó claro si la línea estratégica de los concursos permitiría cambiar esta situación. Por supuesto que 
hablo en términos de hipótesis, no les vamos a pedir ningún tipo de aclaración, sino que queremos entender 
un poco más, porque los trabajadores pueden venir a una nueva reunión y nos gustaría poder aclarar mejor 
todo eso. No nos estamos metiendo en la estrategia interna de la institución, no nos corresponde. Además, 
respetamos la descentralización como cosa cierta, no solo en el país, sino desde el punto de vista 
institucional. Por lo tanto, sabemos bien que tienen toda la independencia, como institución, para 
desarrollarse. 


Asimismo, está lo relativo a los sueldos. ¿Quién puede discutir que el que trabaja tiene derecho a que le 
paguen? Cuando nos colocamos en que por distintas razones administrativas, de sistema, no podemos pagar, 
se genera una bomba de tiempo, porque en las relaciones laborales entre los trabajadores y la Dirección de la 
institución las reglas de juego ya están establecidas, tienen instrumentos, etcétera, pero no tengo ninguna 
duda de que el salario todavía está lejos de las aspiraciones. Conocemos las diferencias de los presupuestos 
entre los organismos descentralizados y el Poder Ejecutivo, y votamos los del Poder Ejecutivo, somos 
conscientes de lo que votamos; no votamos equivocados. Votamos porque, desde el punto de vista global, era 
lo que el Poder Ejecutivo entendía que se podía atender. Quiero recordar que por una disposición del último 
Presupuesto, hay US$ 70:000.000 más aparte de lo que ya se incorporó en el presupuesto de la Enseñanza 
para que puedan atender, por ejemplo -este es otro tema en la interna de la enseñanza, a la Universidad y a la 
UTU. Este es todo un proceso que se puede dar. 


Si no hay un esfuerzo de emergencia previendo estas situaciones, nos parece que se debilita un legítimo 
fundamento que ustedes expresan en cuanto a que no mandaron este papel, no mandaron el otro, pero que 
configura una situación que, si se reitera, van a tener focos de rebeldía en todo el país. Si mientras el plan A 
se sigue desarrollando, el CETP no prepara un plan B que atienda esas situaciones, estamos liquidados y esto 
se va a seguir autoalimentando, que es lo que queremos evitar. Desde el Parlamento queremos que la UTU 
pueda servir en este momento coyuntural en la vida del país, donde necesitamos preparar a mucha más gente 
para que el Uruguay productivo camine, y en eso ustedes tienen un papel fundamental. Si los docentes están 
inquietos porque van a trabajar y no van a tener la seguridad de cobrar, se genera una bomba de tiempo. 


Vamos a entendernos: sentimos que estamos en la misma línea, pero quisiera que se agregara algo, porque 
tenemos que dar un mensaje de expectativa, de esperanza, de tranquilidad y nos gustaría que nos ayudaran 
desde el punto de vista de la estrategia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Coincido con lo que manifestó el señor Diputado Coitiño, sobre todo con el 
tema del software para la liquidación de haberes. Lamentablemente, esto no pasa solo en la UTU, sino 
en diferentes organismos de nuestro Estado, donde se contrata a empresas privadas cuando a través de 
la Universidad de la República, de la Facultad de Ingeniería y quizás dentro de la UTU hay muy 
buenos técnicos e ingenieros para realizar este tipo de software. 


Lamentablemente, se está dando que año a año, por los motivos muy claramente explicados por el Consejero 
Landoni, hay un atraso significativo en los pagos. Esto puede ser parte del proceso, pero también hay errores 


humanos me gusta llamarlos así en las jerarquías de las escuelas. Me preocupa mucho que se esté dando esta 
situación en 40 escuelas. No sé cuántos centros tiene la UTU a nivel nacional. 


SEÑOR LANDONI.- Son 138. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es decir, estamos hablando casi del 30%. Imagino -ya lo manifestó el 
Consejero Landoni que se están haciendo las averiguaciones del caso y se trabajará en ese sentido, 
porque, como dijo el señor Diputado Coitiño, cada docente, cada trabajador que cumple con su 
función, tiene derecho a cobrar en tiempo y forma. Si hay errores, habrá que tomar las medidas 
necesarias. 


Por ser Diputado del interior y conocer los problemas que se presentan, nos gustaría tener la nómina de esos 
40 centros donde se retrasó la información por diferentes motivos y en que no se está pagando en tiempo y 
forma a los docentes. 


SEÑOR LANDONTI.- Como profesor de derecho y como convencido del valor que tiene el Parlamento 
nacional, considero que venir a rendir cuentas debería ser una práctica mayor. Si esta práctica se 
hubiese dado más capaz que algunas cuestiones no hubieran sucedido en el pasado y no se volverían a 
repetir en el futuro. Cuando digo ámbito natural es porque realmente existe una horizontalidad no es 
un discurso en el vínculo entre el sindicato, los trabajadores agremiados, la ATD y el Consejo de UTU, 
propia de las características de un desconcentrado. Por lo tanto, por la identificación y el vínculo a 
veces nos resulta difícil tener un interlocutor válido, porque nos conocemos todos y basta con ir a la 
puerta de cada uno de nosotros para buscar una solución en forma urgente. Hablábamos del ámbito 
natural porque hacemos mucho hincapié en que el único desconcentrado que sistemáticamente tiene 
una reunión quincenal es el nuestro, cosa que valoramos positivamente. 


Por otro lado, es tal el vínculo, más allá de las discrepancias naturales que todos tenemos porque en algunos 
aspectos felizmente pensamos distinto, que, por ejemplo, la propuesta de la Rendición de Cuentas por 
primera vez ha sido de consenso entre el sindicato y la ATD. Se trata de una propuesta en la que, con muchos 
trabajo, pudimos lograr objetivos, más allá de las discrepancias, para poner a la educación técnica en el lugar 
que debe ocupar. Coincido con el señor Diputado: creo que por allí va la cuestión, si no, el Uruguay no va a 
tener un desarrollo sustentable. Sería muy triste que dijéramos: "No nos desarrollamos más porque no 
tenemos técnicos". | Eso lo tenemos muy claro. Es un trabajo que lo hacemos denodadamente, porque 
consideramos que, más allá de las dificultades y de distintas estrategias que se están buscando para poder 
trabajar en distintos territorios, es una preocupación de este Consejo y del Gobierno Nacional. No es una 
estrategia de tres iluminados y sus agremiados. 


Sin lugar a dudas, el cobro es un derecho. El trabajador vende su fuerza de trabajo para recibir un salario, y 
por lo tanto, tiene que trabajar y cobrar; eso está en el etapa del libro. Ahora bien, en el proceso de 
liquidación de sueldos, sea un buen o mal sistema, hay distintas responsabilidades, y creo que en eso tenemos 
que trabajar. Así lo haya hecho la Universidad de la República después voy a hablar de eso, cualquier 
empresa o yo, si en el proceso de recolección de datos, en esta práctica, que tampoco es del CETP, sino que 
es línea nacional, que es la descentralización, cada uno de los actores no se empodera del procedimiento y se 
hace responsable de cuáles son sus derechos y sus obligaciones, poco vamos a cambiar el sistema de cobro 
del CETP y la realidad del país en su conjunto. 


Por lo tanto, estamos convencidos de que el proceso de liquidación de sueldos que ha tenido dificultades en 
la UTU tiene una pata muy importante, que va más allá del sistema de sueldos: el grado de responsabilidad 
que tiene cada uno de los actores institucionales, nosotros, el profesor, los Directores, los Inspectores, 
etcétera, lo que tenemos que determinar a través de la investigación administrativa. 


Concretamente, el año pasado fuimos al departamento de Paysandú a resolver el problema de que no habían 
cobrado, también por no haber mandado en tiempo y forma las declaraciones juradas, y se hizo un sumario al 
Director con separación del cargo y se sancionó a la Secretaria. No es política ir a sancionar, pero, de alguna 
manera, si se mandan distintos mensajes de que procesar la información de nueve mil trescientos 
funcionarios no puede hacerse en un día, con todo lo que los funcionarios tienen en sus salarios, como, por 
ejemplo, cooperativas, que tienen un plazo para su descuento, y no hay respuesta, eso lo tenemos que 


modificar, siempre pensando en que el salario es un derecho y que las relaciones laborales son un derecho del 
trabajador. 


Acá nadie le da nada a nadie. Es un derecho que tenemos. Si pensamos que la educación es un derecho, el 
tema del ámbito laboral, y, particularmente, el cobro de sus salarios, también lo es. Por lo tanto, se está 
trabajando hacia ese objetivo. Si bien el programa de liquidación de sueldos lo está diseñando una empresa, 
existe un convenio con la Escuela de Administración de la Facultad de Ciencias Económicas. A veces, 
también la UTU y la Universidad de la República tienen algunos obstáculos a la hora de ponerlo en 
funcionamiento. Nosotros no lo descartamos. Tenemos tecnólogos, gestionamos conjuntamente en todo el 
país con la Universidad de la República, y hemos hablado de mejorar el sistema de sueldos. Hemos tenido 
obstáculos. Quizás, la solución actual no es la mejor. Sigo pensando en la concepción que tengo de país, pero, 
sin lugar a dudas, hoy, la UTU necesita un nuevo sistema de sueldos. Es un emergente, y lo tenemos que 
resolver, porque por algo nos pagan los uruguayos. 


También tenemos que trabajar mucho con los profesores eso lo marcaba en el informe para que se hagan 
responsables, porque también lo son. Cuando no presento mi declaración jurada, ya sé que no voy a cobrar. 
Además, debemos determinar es bueno que les mandemos el informe cuántos de los profesores que se 
encuentran reclamando la falta de cobro deberían cobrar hoy. Es probable que no deban cobrar, porque el 
proceso para pagar el sueldo también tiene que ver con acumulaciones. 


Por eso, hablé de la ingeniería de nuestro personal. ¿Con quién nunca tenemos problema? Con los 
funcionarios administrativos, pero con los docentes, sí, porque trabajan en todos los subsistemas. Ustedes 
saben que para cobrar hay un límite de carga horaria que son sesenta horas, el individuo tiene que hacer una 
declaración jurada y se tiene que cumplir la normativa. Puedo garantizar que los procesos se han achicado. 
Hablaban de seis meses sin cobrar; no es verdad. Si una persona no cobra durante seis meses, es porque tiene 
un problema en su acumulación, y es el propio profesor que debe resolverlo. Es su obligación, aunque, a 
veces, nos cueste marcarlo, porque son nuestros colegas. 


Insisto en que me parece bien que el sindicato venga, nos va a hacer crecer y, además, estos temas los 
discutimos. En el orden del día de la bipartita del lunes, estuvieron algunos de estos temas. No sabíamos que 
teníamos planteado lo de las compañeras psicólogas, porque pensamos que estaba resuelto, ya que hay una 
pauta de evaluación, y algunas cosas tuvieron solución. 


También se menciona en el acta yo no hice referencia, por ejemplo, a los coordinadores de taller, para 
mejorar la educación técnico. Hoy estamos en un proceso de discusión, particularmente, con el delegado de 
la dirección del sindicato que vino aquí, porque tenemos escasos recursos técnicos. Como dije al principio, 
hace años que el INET no forma profesores; hoy, existen muy pocos formándose allí. Estamos buscando 
medidas alternativas de formación docentes para actualizar y buscar nuevos actores. 


Se presentaron novecientas personas para el cargo de adscripto, lo que implica veinticuatro horas fuera del 
aula. Por lo tanto, si hoy nosotros llamáramos a todos los coordinadores de taller que es docencia indirecta, 
en la que el profesor que tiene sesenta horas de docencia directa con el alumno, naturalmente, van a optar por 
estar fuera del aula, y nosotros no vamos a poder desarrollar ni en Bella Unión ni en Durazno, la propuesta 
educativa que queremos. Porque ante cualquier llamado de docencia indirecta en cualquier subsistema, la 
gente corre rápidamente, por una cuestión natural: está sobrecargada de actividad, y más en estas cuestiones 
tan especiales, como los maestros técnicos, tan escasos en el Uruguay. 


Por lo tanto, estamos viendo cómo podemos, caso a caso, ir poniendo esas figuras que creemos que son 
importantes en el proceso de enseñanza-aprendizaje. 


Hace un rato, se hizo referencia al tema de los concursos. Dije al comienzo, sin tratar de justificarme, que es 
muy difícil transformar, en el tiempo que tenemos, una realidad de tantos años en una institución en que la 
política del concurso no existía; no era un tema. Por algo cuando nosotros entramos, casi el 80% de los 
profesores eran interinos. ¿Por qué? Por varias razones, entre ellas, porque en otros subsistemas es muy fácil 
llamar a concurso, o es más sencillo, ya que se tiene instalada, como en Primaria, la política de concursos, o 
se egresa de los institutos de formación docentes; en esos casos, no hay problema. 


Pero nosotros tenemos una realidad de áreas de conocimiento tan profundas como el caso de las artesanías y 
otras propuestas que aparecen, y que son necesarias para el país del futuro para las que no tenemos formación 


docente. No hay en el Uruguay y no la hubo nunca. Hemos tenido discusiones por las pruebas de oposición, 
que también son resistidas, porque también hubo algunas acciones que se hicieron antes, porque se entendía 
la efectividad para estabilidad, sin concurso. 


Nosotros creemos firmemente en el concurso y, además, necesitamos que se hagan pruebas de idoneidad 
técnica, porque no es lo mismo un individuo que tiene una formación académica, que uno que no la tiene; por 
tanto es complicado. Desde que asumimos nuestros cargos en esta Administración hasta hoy, han concursado 
más de dos mil personas. Ustedes me dirán que han concursado seiscientos en la Administración anterior 
cuando empezó toda la movida, aquellos casos en los que nunca hubo formación docente, y se solucionó la 
situación para el ciento por ciento de esos profesores. 


¿En qué etapa estamos ahora? Mañana, termina el tribunal de las áreas de idioma español y literatura. 
Terminamos con todos los concursos que la institución tiene de profesores que ingresan del IPA y los 
maestros técnicos. ¿Ahora qué nos queda? El grueso, que son los que no tienen formación docente. En eso 
estamos. 


El Consejo me designó como encargado del tema de los concursos. El avance en la Comisión que estamos 
formando con los trabajadores sindicalizados y con la ATD, más allá de la voluntad política que la tenemos, 
va a depender de que podamos llegar a un acuerdo en las pruebas de oposición, el principal obstáculo. Me 
animaría a decir que, si tuviéramos este mismo ritmo, podríamos llegar a un número muy importante de 
profesores. Estamos hablando de casi tres mil personas que concursaron para su efectividad. No es una 
cuestión menor; es una cuestión muy importante, sobre todo, porque se trata de una institución en la que no 
existe cultura de concurso. Es uno de los temas fundamentales para nosotros. 


El tema de la radicación es sumamente discutido. No surge con nosotros; los sindicatos de la enseñanza y los 
profesores lo hemos discutido toda la vida. Es más, en la Administración anterior, particularmente, de 
Secundaria, se quiso aplicar una forma de radicación y, en primera instancia, los sindicatos de la enseñanza 
no estuvieron de acuerdo. Creemos en ella, estamos avanzando, y vamos a presentar a la CSEU con el 
CODICEN una propuesta de radicación. Estamos convencidos de que el profesor que vive corriendo de un 
instituto al otro no permite que se desarrollen las propuestas educativas, no tiene raíces en el centro, no 
conoce a sus estudiantes. 


Indudablemente, no es lo que queremos. Queremos centros metidos en los barrios, trabajando con los 
estudiantes y creciendo, sobre todo, con el tema de los consejos de participación y una cantidad de acciones 
que se están tomando en todo el país. Pero es un tema a discutir con los sindicatos de la enseñanza. 


Insisto en que hemos avanzado mucho. En el día de ayer, tuvimos la cuarta reunión. La propuesta que vamos 
a llevar es que puedan elegir por tres años y, por otro lado, buscar figuras, que tiene que ver con lo 
presupuestal, porque aumenta el presupuesto sensiblemente: es decir profesores que trabajen treinta horas y 
cobren por cuarenta, y profesores que trabajen quince y cobren por veinte. Si no me equivoco, la primera 
propuesta consta de veinte horas de clase, seis de coordinación y cinco de atención a los estudiantes. El resto 
es cinco de atención a los estudiantes, y las demás, hasta completar las veintiuna, que es la unidad docente. 


Nosotros estamos de acuerdo con eso y creemos que el profesor que se involucra en la propuesta educativa 
transforma la realidad educativa. Es más, estamos convencidos de que la mejora de la educación ya no pasa 
por cuestiones externas, sino por el milagro de la clase. Lo que el profesor no hace dentro de su clase, no 
transforma la realidad educativa. 


Durante muchos años, en el Uruguay se desarrollaron propuestas que creían que la gestión de los centros iba 
a cambiar los aprendizajes. Quedó ampliamente demostrado que la gestión del centro puede dar lugar a 

mejorar el ámbito laboral, pero no incide directamente en el aprendizaje. El aprendizaje se da dentro del aula 
con el profesor, que es el que lo valida o no. Por lo tanto, creemos que la radicación es un tema fundamental. 


Con respecto al tema de atender la demanda de la UTU, puedo decir que la propuesta educativa se hace con 
los actores institucionales. Nosotros vamos pueblo a pueblo, lugar por lugar, y hablamos con todos los 
actores, y ahí se determinan cuáles son las propuestas a desarrollar, por supuesto, acordes al lugar. Hay un 
mapeo productivo y lugares insólitos donde abrimos propuestas educativas: iglesias, liceos, escuelas, donde 
podamos. 


En cuanto a la primera instancia de todo lo que son cursos regulares de la UTU, creo que la demanda está 
satisfecha. Estamos trabajando al respecto y hemos abierto en muchísimos lugares lo que nosotros llamamos 
capacitaciones, que es lo que reclaman más en el interior del país. Yo creo que hemos dado y seguimos 
dando, y si están las condiciones, es un acuerdo del Consejo abrir todo lo que es pertinente para la zona, por 
supuesto, arriesgando cuestiones de limitación presupuestal. 


Estamos convencidos de que esa es la forma de que el Uruguay y la educación cambien y que los jóvenes 
tengan lugar donde ir a estudiar. Queremos desarrollar esto. Es más, hemos sido impulsores de generar 
espacios lo que también ha sido recogido por el CODICEN en los lineamientos generales que no sean ni para 
UTU ni para Secundaria, sino espacios educativos donde la UTU pueda desarrollar sus propuestas y el joven 
tenga la navegabilidad que mejor le parezca. Estamos trabajando para que eso sea posible. 


En cuanto al grado de impacto, espero que lo logremos. También espero contarles, cuando vuelva, que el 
sistema de sueldos está bárbaro. Contamos con buenos profesionales; sé que es un buen sistema. Sin lugar a 
dudas, va a ser mejor que el que tenemos, en el que cada uno aplica un tornillo y no sabe explicar por qué. 


Tengo que decir que los funcionarios han hecho un esfuerzo imposible de creer para que todos estos 
compañeros cobren. Insisto: ustedes no saben, pero esas trece personas, que tienen que pasar por todo ese 
proceso, para demostrar el interés del Consejo y cómo recibe las demandas podíamos haber dicho: usted no 
cobra; estamos regidos por la norma, hemos hecho tres liquidaciones, la liquidación del sueldo y tres 
complementos, y la gente que no cobró, va a tener una sorpresa positiva; va a cobrar hasta las horas que tomó 
ayer, porque en el proceso no podemos determinar si estamos cometiendo una injusticia. Además, con todos 
lugares del país donde hubo problemas y estamos procesando cuáles han sido, hemos tenido un vínculo 
directo y personal, todos mis compañeros del Consejo con los actores. Eso también hace a la calidad del 
trabajo. Nos podemos equivocar, pero si nos equivocamos, lo asumimos y nos ponemos en posición de 
modificar esa realidad. Queremos que los trabajadores cobren, porque nosotros somos trabajadores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del Consejero Landoni, que ha sido muy claro en 
sus apreciaciones. Les solicito el listado de obras del quinquenio anterior y el actual, ya que sería bueno 
manejarlo. 


(Se retira la delegación del Consejo de Educación Técnico- 
Profesional) 


(Ingresa a Sala una delegación del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, y de 
la Agencia Nacional de Vivienda) 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Vidalín) 


La Comisión de Legislación del Trabajo da la bienvenida a la delegación del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y de la Agencia Nacional de Vivienda, integrada por el 
economista Carlos Mendive, Presidente de la Agencia Nacional de Vivienda; señor Juan José Bruno, Director 
de la Agencia Nacional de Vivienda; doctor Gerardo Siri, Director General de Secretaría del Ministerio de 
Vivienda, ordenamiento Territorial y Medio Ambiente; doctora Stella Forcade, Secretaria General de la 
Agencia Nacional de Vivienda, y Cecilia Menéndez, asesora letrada de la Agencia Nacional de Vivienda. 


SEÑOR MENDIVE.- Agradecemos a la Comisión de Legislación del Trabajo por habernos recibido. 


El motivo por el que hemos sido convocados es la situación de los becarios que hoy trabajan en la Agencia 
Nacional de Vivienda. Son cincuenta y seis becarios, que trabajan en diferentes áreas. Esta situación ha sido 
evaluada por la Agencia Nacional de Vivienda como de un rendimiento muy satisfactorio, y, en general, 
estamos muy contentos con su desempeño y con el aporte que ellos han realizado. 


Debemos tener en cuenta que la Agencia Nacional de Vivienda es una institución nueva que, a pesar de que 
se creó por ley en abril de 2007, empezó a funcionar efectivamente en el año 2009, Recién hoy, tenemos dos 
años y poco de funcionamiento real, mayoritariamente, con funcionarios provenientes del Banco Hipotecario 
del Uruguay. En dicho Banco se realizó una reestructura muy profunda que definió su cometido de forma 


más clara y más transparente. Allí, se conforma el sistema público de vivienda en el que se crea la Agencia 
Nacional de Vivienda. 


Recordemos que la Agencia es un servicio descentralizado, y tiene como cometido ser el brazo ejecutor de las 
políticas que define el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, más allá de que 
hoy, en algunos aspectos, cuenta con determinadas capacidades, y el Ministerio le encarga directamente 
diseñar una política, obviamente, a partir de una definición de política pública por parte de la Dirección 
Nacional de Vivienda. 


En ese sentido, por ejemplo, hoy estamos encargados de desarrollar un sistema de promoción la inversión 
privada en viviendas de interés social. Esta actividad se está encarando desde la Agencia Nacional de 
Vivienda. Nos hemos encargado de diseñar los mecanismos, dentro de un programa más vasto. Esta es una de 
las tantas actividades que hoy la Agencia viene desarrollando. 


Es necesario contextualizar la participación de los becarios. Nosotros entendimos que, en la medida en que la 
Agencia se estaba creando, su participación podía aportar a la Institución, ya que se trata de gente nueva, 
joven, estudiantes con ganas de aplicar sus conocimientos y de aprender de una experiencia 


Hemos constatado que la mayoría de los becarios ha mostrado un compromiso con su tarea y cariño hacia la 
Institución. En cierta forma, también han sido partícipes de su creación. La propia Agencia todavía se está 
definiendo, y hay muchas de las tareas que corresponden a la ejecución de la política habitacional que 
nosotros estamos tomando, en la que todavía estamos en proceso de ajuste, o sea, de definir cuál va a ser la 
estructura. 


Hoy está siendo estudiada por la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y por la Oficina Nacional de 
Servicio Civil una nueva estructura de la Agencia; su dotación será de cuatrocientos noventa y cuatro 
funcionarios. Hasta ahora, contábamos con doscientos noventa y cinco, sin contar el interior del país. Aun 
así, en Montevideo, en la estructura de la Agencia hemos realizado algunos cambios, ajustándola a estos años 
escasos años de experiencia, viendo que debería adaptarse a las demandas del Ministerio para poder aplicar 
su política. 


Reitero: la Agencia todavía está en proceso de creación, y su estructura puede tener variantes. Asimismo, 
vemos que la Agencia es un instrumento válido, que está efectivamente cumpliendo con su rol de ejecución 
de la política habitacional y que, eventualmente, puede requerir perfiles que puede ser que hoy no se 
encuentren en la Agencia Nacional de Vivienda, pero todavía va a llevar un tiempo de evaluación. 


Recordemos también que hoy la Agencia tiene más funcionarios de los que están planteados en su propia 
estructura. No estamos hablando de becarios ni de contratos de eventuales; son funcionarios de la Agencia. 
Hoy, la Agencia tiene en su plantilla cerca de quinientos ochenta funcionarios, cuando estamos planteando a 
la OPP una dotación de cuatrocientas noventa y cuatro personas. La Agencia va a ir hacia estos cuatrocientos 
noventa y cuatro, pero con el tiempo. Identificamos que todos los funcionarios que cumplen funciones en la 
Agencia son necesarios, porque además de la propia tarea del organismo hemos recibido una cartera social 
del Banco Hipotecario que todavía va a requerir muchos años de trabajo para que estas situaciones se puedan 
resolver de forma satisfactoria desde el punto de vista de la política habitacional. Es decir, todavía hay una 
transición que la Agencia tiene que emprender para ajustar la cantidad de funcionarios a la definición de la 
dotación que está en su propia estructura. Hoy tenemos más funcionarios que la propia dotación. De todas 
formas, son funcionarios de la Agencia y tienen tareas asignadas. En este marco, nosotros llamamos a los 
becarios. Con la aplicación de esta política pública se facilita, desde el Estado, un proceso de aprendizaje 
laboral necesario para su formación y también para que una vez que terminen sus estudios tengan 
oportunidades de trabajo con más facilidad. Muchas de las áreas en las que se desempeñaron resultaron ser 
muy importantes para su desarrollo. La mayoría de los becarios finaliza su segundo año de contratación en el 
segundo semestre de 2011, e, inclusive, el año que viene. A pesar de que la Agencia los ha identificado como 
buenos funcionarios, que pueden seguir aportando mucho a la institución, nosotros, como autoridades de la 
Agencia, nos debemos mover dentro de la normativa que rige todas estas situaciones y no podemos proceder 
a renovaciones de estos contratos, entre otras cosas, porque sería una falta grave que está estipulada en la 
propia ley. 


En la Agencia pensamos llamar a nuevos becarios y, de esa forma, preservar el instrumento, la herramienta, 
la política de becarios que aplica el Estado. Eso es en términos generales lo que hoy tenemos para decir a la 


Comisión en función de la comparecencia que han tenido de becarios de la Agencia Nacional de Vivienda. 
Todos los Directores hemos estado reunidos con ellos quien habla personalmente, así como el Director Bruno 
y la Vicepresidenta Cristina Fynn y les hemos transmitido cuáles son las limitaciones que tenemos. Para 
nosotros es un reconocimiento por parte de ellos que quieran seguir brindando sus servicios en la Agencia 
Nacional de Vivienda. Quiere decir que el entusiasmo es real en cuanto a seguir construyendo una institución 
nueva de la que, reitero, ellos mismos se sienten protagonistas, y, tal vez, más cercanos que a otras 
instituciones del Estado en las cuales llevan muchos años. Es bueno resaltar esto, porque ellos han sido reales 
protagonistas de la creación y de la reestructura del sistema público de vivienda. 


SEÑOR SIRI.- Simplemente, quería aclarar que desde el Ministerio de Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente se comparte y se apoya la política de la Agencia Nacional de Vivienda en el sentido del 
manejo de este instrumento. La normativa anterior que se aplicaba era la de la Ley N” 17.296. Hoy 
tenemos vigente otra norma en materia de becarios, a partir de la aprobación de la última ley de 
presupuesto y todos los contratos que se han realizado se enmarcan en ella, es decir que se ha actuado 
dentro de los límites que impone. 


SEÑOR COITIÑO.- Según se desprende de la exposición del Presidente de la Agencia, hay una 
satisfacción total con respecto al cumplimiento de la labor de los becarios. 


El problema que ellos plantearon es puntual: se están venciendo sus contratos. Los tiempos de ellos son 
distintos a los del legítimo proceso de reestructura de la Agencia. En ese sentido, creo entender que esos 
contratos no tienen ninguna posibilidad de renovación. 


Nosotros votamos el Presupuesto y tenemos bien claro cuáles son las reglas de juego para la Administración 
Central, las que, fuera de ella, han provocado una diversidad de respuestas, porque en todo el escenario 
institucional se están venciendo los plazos para los becarios. Pero hay que tener en cuenta la carencia de 
personal que se ha manifestado, que coincide con lo que plantearon los becarios. Estos becarios estuvieron 
haciendo tareas más complejas que las que debían realizar. La tarea del becario es de apoyo, nunca de 
sustitución. Esa es la historia del Estado, pero no queremos introducirnos en ningún aspecto colateral. 


Tenemos claro que la política del Ministerio tiene que aplicarse estrictamente. Pero queremos saber si a nivel 
del Estado, en lo que refiere a los organismos del artículo 221, hay alguna solución para esta situación. 
Queremos saber si se están haciendo concursos o se prevé algún tipo de alternativas antes del cese para no 
perder ese caudal humano, que, según dice la Agencia, es muy bueno. Esta situación nos crea un problema. 
El Uruguay, que ahora felizmente está creciendo, que tiene una mayor demanda de trabajo, no se puede dar el 
lujo de despilfarrar dos años de preparación en el Estado. En definitiva, queremos saber si hay alguna 
posibilidad a corto plazo, mientras la reestructura sigue adelante, de resolver esta situación. 


Por otra parte, quiero señalar que yo pertenecía al gremio bancario y sé que la Agencia Nacional de Vivienda 
deriva de una crisis del Banco Hipotecario del Uruguay. El Presidente de la Agencia hizo mención al pasaje 
de los trabajadores del Banco. Todos sabemos que en ese momento se acordó que podían volver al Banco 
Hipotecario. El Presidente del organismo, cuando estuvo en esta Comisión, nos dijo que necesitaba cubrir 
cuarenta nuevas plazas. Si funcionara el reintegro de esos funcionarios, se agudizaría el problema de la 
Agencia. Entonces, estaríamos ante una emergencia. También, hace un rato, cuando concurrió la Oficina 
Nacional de Servicio Civil, planteamos si la vía de los contratos estaba sustituyendo la vía de la 
presupuestación, y pudimos constatar que eso se está haciendo en una dimensión muy importante. Estamos a 
la espera de las cifras actualizadas al respecto. 


El contrato ha sido una herramienta válida hasta el día de hoy. Por lo tanto, nos sensibilizamos ante el tema y 
les pedimos que estudien alguna alternativa de emergencia. 


SEÑOR SIRI.- Creo que deberíamos hacer una reflexión a nivel nacional respecto a este instrumento. 


Entiendo la situación y la preocupación de estos muchachos por su situación laboral; su aspiración es 
legítima, pero el instrumento de los becarios no se aplica solamente en la Agencia, sino también en una gran 
cantidad de empresas públicas e Incisos de la Administración Central. Cualquier apartamiento de las reglas 
de juego implica una distorsión que pone en duda el propio instrumento hacia el futuro. Si actuáramos de otra 


manera, estaríamos favoreciendo o alentando que se abran ventanas para el ingreso al Estado. Por lo tanto, 
cualquier apartamiento de esos lineamientos atacaría el corazón mismo de esa intención de ordenar el ingreso 
al Estado que se hizo en la instancia presupuestal. 


SEÑOR COITIÑO.- Las reglas a partir del 1? de enero de 2011 las conocemos. Pero sabemos que fuera 
del ámbito de la Administración Central, en los Entes, en todo lo que significan los organismos del 
artículo 221 de la Constitución se debería resolver esta situación combinando el respeto por la norma y 
la situación concreta de que el Estado pierde a cientos de becarios sin lograr, simultáneamente, 
reponerlos. Nos estamos enfrentando a un drama de gestión. De ninguna manera queremos excedernos 
con nuestros dichos, solo queríamos intercambiar reflexiones. [Me parece que está planteada la 
hipótesis. No voy a meterme en la relación de la Agencia con el Ministerio. Digo que la Agencia sí tiene 
posibilidades de atender algunas emergencias, y eso tiene que ser acordado. No somos nosotros quienes 
podemos construirlas. Creo que no debería dejarse que se fueran estos muchachos, que han cumplido 
funciones específicas y dejan vacíos. En algunos Entes, esto se ha resuelto por la vía del concurso. No 
decimos que se les dé preferencia de ningún tipo, sino que se atienda la vía del concurso, que pueden 
estar habilitados a hacerlo como una cuestión de emergencia. En el Presupuesto se caracterizan 
distintos instrumentos que se están usando. Y por supuesto que no me meto en el tema de la 
reestructura. Lo que quiero transmitir es una sensibilidad. De ninguna manera pretendo meterme en 
un ámbito que es totalmente autónomo. 


Ya no hablo desde el punto de vista de los muchachos, sino del propio país, de la gestión. Hemos acumulado 
cosas y, más allá de que a partir del 1* de enero de 2011 rige el nuevo Presupuesto, cuando estos muchachos 

entraron no sabían que eso se votaría. Las reglas están muy claras para todos los ingresos que se produzcan a 
partir de esa fecha, pero hay una emergencia. 


SEÑOR TIERNO.- Comparto las apreciaciones del señor Diputado Coitiño, sobre todo teniendo en 
cuenta que esta herramienta de becarios y pasantes, que fue muy buena al comienzo de su utilización, 
fue totalmente desvirtuada, llegando a la realidad que tenemos hoy. 


Los becarios que comparecieron ante la Comisión plantearon concretamente la posibilidad de tener una 
vinculación permanente con la Agencia. Ellos manifestaron que habían tenido reuniones con los Directores, 
con la Vicepresidenta y con el Presidente. Entonces, quisiera saber si está previsto hacer llamados a ingresar 
con esta u otra figura, para estos funcionarios o para otros, para sustituir a quienes a partir de julio y octubre 
van a cesar. 


Por otro lado, me gustaría saber si la Agencia va a tomar como válido lo que se votó en el Presupuesto 
Nacional para los nuevos contratos de becarios, que son dieciocho meses sin prórroga. 


SEÑOR MENDIVE.- Teniendo en cuenta la intervención del señor Diputado Coitiño, creo que más allá 
del tema puntual que nos convoca es necesario hacer algunas puntualizaciones con relación a todo el 
Sistema Público de Vivienda. 


La Agencia Nacional de Vivienda no es un derivado de la crisis del Banco Hipotecario; no es un resto del 
Banco Hipotecario. No pasan los funcionarios del Banco Hipotecario a la Agencia porque sobran. La Agencia 
Nacional de Vivienda se crea en el marco de una reestructura del Sistema Público de Vivienda, en la cual se 
ha identificado que es necesario tener una herramienta que consiste en un banco estatal dedicado al crédito a 
la vivienda, que tiene que ser sustentable financieramente como institución, pero que tiene que tener una 
vocación de poder dirigir el financiamiento a la vivienda hacia sectores con menores recursos. Debe ser un 
banco que otorgue y gestione los préstamos de forma profesional. Es una responsabilidad del Banco 
mantenerse como instrumento. Los subsidios, que son una herramienta clave de la política habitacional, en 
este diseño del Sistema Público de Vivienda se define que sean transparentes, explícitos y a personas, y que 
no terminen siendo subsidios a las instituciones. Los subsidios son para las personas, para que puedan 
acceder a mejores soluciones habitacionales, a mejores condiciones de vivienda. 


En ese marco es que se hace un esfuerzo muy importante por parte del Estado en reestructurar esta 
herramienta del Banco Hipotecario del Uruguay. Se lo ha capitalizado y se ha creado también la Agencia 
Nacional de Vivienda, porque se identifica que desde la política habitacional es necesario tener un brazo 


ejecutor especializado en la gestión de las políticas, y tiene diferentes componentes. El más conocido es el 
componente arquitectónico o edilicio, pero también tiene componentes jurídicos y notariales, sociales, 
ambientales, económicos y financieros, que requieren de la política habitacional un brazo que tenga la 
capacidad para concretarla. No era el Banco el indicado. Todas estas funciones no pueden estar dentro del 
Banco porque quedarían relegadas en función de su interés y, además, lo confundirían. Parte de la crisis del 
Banco Hipotecario, más allá de que se destapó en la crisis de 2002, tiene que ver con un diseño institucional 
que lo llevaba a un manejo pobre de la propia gestión bancaria, de los problemas que tenía desde el punto de 
vista económico financiero, pero también de las situaciones que creaba. Ahí tenemos los conjuntos 
habitacionales de la cartera social que pasaron a la Agencia Nacional de Vivienda. No los atendía tan bien 
porque era un banco. 


Este un aspecto sensible para nosotros. Obviamente, va a llevar su tiempo demostrar el porqué de esta 
reestructura y se hará en la medida en que la Agencia se muestre como un instrumento válido de por sí. Es 
por esto que me permito responder a esa inquietud y resaltar que la Agencia no es un mero derivado del 
Banco Hipotecario. 


Esto tiene que ver con el funcionamiento de ambas instituciones y también con el hecho de que los 
funcionarios provenientes del Banco Hipotecario que hoy pasaron a la Agencia Nacional de Vivienda tienen 
asignadas funciones y tareas. Felizmente, a pesar de toda esta complejidad que tuvo este proceso de 
reestructura, de negociaciones varias con AEBU y de que todavía estamos en proceso de creación y 
gestación, creemos que hay un apoderamiento de los funcionarios provenientes del Banco Hipotecario del 
proyecto Agencia Nacional de Vivienda. 


Lo que me interesa resaltar es que estas dos instituciones tienen su vida propia. Los funcionarios tenemos 
mucho trabajo, mucho requerimiento de personal. No hay ex funcionarios del Banco Hipotecario que hoy no 
tengan tareas asignadas y, por tanto, no avizoramos que en caso de que el Banco tenga una vacante, puedan 
regresar allí. En consecuencia, el Banco puede estar llamando porque, a partir de su reestructura y de cómo 
hoy está desempeñando sus funciones, necesita más personal. Perfectamente lo puede hacer, al igual que 
nosotros. Eso da cuenta de que son dos instituciones que tienen un futuro claro dentro de esta reestructura del 
Sistema Público de Vivienda. 


En ese marco es que se da esta incorporación de becarios, que nosotros tomamos como parte de una política 
pública general hacia los becarios consistente precisamente en apoyar una experiencia de aprendizaje laboral, 
pero también con la responsabilidad institucional de que iban a aportar a la Agencia Nacional de Vivienda. 
En ese contexto y en función de los plazos de dos años que hoy están venciendo, estamos cerca de alcanzar 
un acuerdo con el sindicato de funcionarios de la Agencia Nacional de Vivienda dado que tenemos más 
funcionarios que lo que permite la dotación de la institución, para incorporar a estos funcionarios finalmente 
a la estructura Agencia. Recordemos que tenemos otro asunto a soluconar, que se irá resolviendo con el 
tiempo, y es que los niveles salariales de la Agencia son menores a los bancarios. Hay nuevos funcionarios de 
la Agencia Nacional de Vivienda que se han incorporado en estos dos últimos años en total, unas quince 
personas, fundamentalmente de perfiles que no había en el Banco Hipotecario; muchos economistas cuyos 
niveles salariales son menores y las horas de trabajo son más. Tienen un régimen de ocho horas laborales, 
contra seis horas y media diarias de los funcionarios provenientes del Banco Hipotecario del Uruguay, sin 
contar otros beneficios que tienen los funcionarios del Banco, como es un decimocuarto sueldo, el llamado 
salario vacacional. Entonces, estamos negociando con el sindicato la forma en que se incorporan los 
funcionarios provenientes del Banco Hipotecario a la estructura Agencia, de forma de tener una sola 
estructura y no una situación de asignación de tareas. Es decir que aun estamos en ese marco de negociación 
y futura implementación, por lo cual, recién cuando se realice este proceso de incorporación de ex 
funcionarios del Banco a la estructura Agencia con la definición de tareas para cada uno, es que podremos 
empezar a pensar qué otros perfiles que no están hoy dentro de la plantilla de funcionarios provenientes del 
Banco Hipotecario podemos estar requiriendo. 


De todas formas, hoy tenemos una restricción presupuestal clara. Es una Agencia que tiene su costo elevado, 
porque tiene sueldos de la escala bancaria y, además, son funcionarios con una antigiledad importante. Vamos 
tendiendo paulatinamente a su sustitución con personal que vaya ingresando a través de la modalidad de 
concurso, para ir adaptando la Agencia, en el mediano plazo, a los costos reales que debe tener una 
institución de estas características. 


Lo que me interesa resaltar es que aún estamos en ese proceso en el que todavía tenemos más funcionarios 
que dotación prevista en el presupuesto. Esto va llevar un tiempo. Más allá de que nos encantaría poder 
seguir contando con los becarios, por un lado, no podemos distorsionar la herramienta prevista en la política 
pública y, por otro, nos debemos atener a la normativa jurídica. 


Me gustaría que la doctora Menéndez hiciera alguna precisión desde el punto de vista de la normativa y sl 
esta se aplica o no a la Administración Central o al resto de las instituciones públicas. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- En respuesta a lo que planteó el señor Diputado, entendemos que tanto la 
normativa anterior, sobre becarios y pasantes Ley _N” 17.296, de 2001, como la actual, tienen 
disposiciones que se aplican no solo a la Administración Central, sino también a todos los organismos 
estatales, empezando por la prohibición de repetir el contrato de beca en cualquier organismo estatal e 
incluyendo a los Poderes del Estado. 


De manera que la Agencia Nacional de Vivienda no puede no cumplir con ese mandato legal previsto para 
toda la Administración Pública; no está previsto solo para la Administración Central. La circunstancia de que 
haya organismos del artículo 221 que estén adoptando algún tipo de criterio con respecto a los actuales 
becarios pasa por las facultades presupuestales que tienen. En este momento, la Agencia no las tiene porque 
su presupuesto no prevé ninguna responsabilidad en cuanto a hacer algún tipo de concurso o contratación. 
Para ello necesitaría tener, por ejemplo, cargos vacantes, y en este momento no los hay. Si los tuviera, si en 
un próximo presupuesto se crearan porque se consideraran necesarios, obviamente, los becarios podrían 
participar de ese concurso, pero no está previsto en el presupuesto vigente. 


Tampoco puede decirse que estos contratos se desvirtuaron, porque se ajustan estrictamente a lo dispuesto en 
la ley anterior, la Ley_N* 17.296, que preveía un contrato de beca de un año, prorrogable un año más. Cuando 
los becarios firmaron el contrato, se utilizó el mismo modelo que para la Administración Central. Cuando se 
establece el plazo, se determina que es de un año prorrogable un año más y que la circunstancia de ser 
becario no otorga la condición de funcionario público. 


Con respecto a los que afirmaron en la Comisión que se había desvirtuado porque no cumplían tareas de 
apoyo, la ley anterior no requería que los becarios cumplieran solamente tareas de apoyo, sino que 
cumplieran tareas que no tienen calificación. Recién a partir de esta Ley de Presupuesto se requiere que las 
tareas no sean sustantivas ni permanentes. 


Esa parte de este nuevo artículo también alcanza a la Administración descentralizada. Lo que no sería 
aplicable de esta nueva normativa a la Agencia Nacional de Vivienda sería el proceso de selección. No tiene 
por qué ser a través de la Oficina Nacional de Servicio Civil. 


SEÑORA FORCADE.- En el marco normativo que precisó la doctora Menéndez, la Agencia firmó un 
convenio con UTU con CERP puntualmente y con la UDELAR, que prevé el plazo de un año de beca, 
con prórroga de un año y demás condiciones del contrato. O sea que, además, hay un compromiso 
institucional de los organismos de los que provienen los estudiantes. 


SEÑOR BRUNO.- Quiero trasmitir a los señores Diputados que este tema ha estado en la mesa del 
Directorio en más de una oportunidad y ha sido materia de preocupación de todos; hasta puedo hablar 
por la Vicepresidenta que no está presente. 


Hay que tener en cuenta algunos aspectos a los que se ha hecho referencia: los becarios requeridos por la 
Agencia, en su inmensa mayoría, han cumplido una función importante. También han cumplido un rol que ha 
sido trascendente desde el punto de vista de la actitud. Han dado una mano muy importante en las distintas 
áreas en que se desempeñan, y hay una buena calificación desde la oficina que corresponde. 


De todas maneras, en las discusiones en el Directorio, las doctoras aquí presentes nos asesoraron sobre qué 
régimen establecían los contratos firmados por los becarios y qué tipo de convenio, lo que es una limitante 
muy importante a los efectos de seguir cumpliendo con la ley vigente. 


También hemos visto que la Agencia, por la función que cumple desde el punto de vista de su presupuesto, 
tiene un corsé bastante importante, tiene recursos limitados y debe rendir cuentas en forma periódica al 
Ministerio de Economía y Finanzas. Este no es un tema menor en cuanto al rol que cumple como una de las 
partes integrantes del Sistema Nacional de Vivienda, en cuanto a la administración de las carteras que vienen 
del Banco Hipotecario y en cuanto a la futura instrumentación de las líneas que vienen desde el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Creo que este no es un tema menor. 


En algunas reuniones de Directorio, analizamos que, si bien la Agencia está requiriendo recursos del Estado 
muy importantes y lo que recauda supera en un 20% o un 30% esos recursos, tiene recursos limitadísimos. 
¿Qué quiero decir con esto? Que la creación de cargos debe ser necesaria y sustentable desde el punto de 
vista financiero. 


Yo soy relativamente nuevo en este Directorio, no así el Presidente, que está desde su creación, pero puedo 
decir que este tipo de cosas son materia de análisis permanente. Más allá de la limitación de que estos cargos 
nuevos no están presupuestados para los que hoy son becarios, también está la limitación de preguntarse en 
qué medida, desde el punto de vista financiero, la Agencia puede proponer al Ministerio de Economía y 
Finanzas que siga creando cargos adicionales. 


Esta es una problemática que parte de una institución nueva. Estamos en un proceso de construcción que se 
da así. Se estima que los funcionarios del Banco Hipotecario que hoy trabajan en la Agencia están en un 
proceso de retiro que suponemos va a durar quince años. Esa es una rotación que le va dando a la Agencia un 
oxígeno que hoy no tiene. Hoy, la Agencia tiene un presupuesto en valores salariales de la Agencia, no del 
Banco Hipotecario que está en el entorno del 60% de lo que hoy se gasta, porque han venido funcionarios 
con salarios más altos que los que se le proyectó en su momento. Con esas problemáticas lidia 
permanentemente el Directorio. Este tipo de manejo es preocupación de los tres Directores; en ese marco 
entra el manejo de becarios, contratos y funcionarios presupuestados. 


SEÑOR COITIÑO.- En este intercambio hemos apuntado, fundamentalmente, a un tema de 
conveniencia para la gestión de la Agencia sobre la base de las valoraciones que ella hace. 


No hemos planteado una presupuestación ni nada por el estilo. Lo que estamos planteando si todo pasa como 
ha expresado la delegación con una clara fundamentación es que la Agencia se va a encontrar con un 
problema. Va a perder cincuenta y seis trabajadores, con experiencia y capacitación, con una valoración 
hecha por ustedes. 


Estamos pidiendo que esto se explore por el bien de la Agencia, no solo por la necesidad de los trabajadores 
capacitados, sino porque los recursos ya están destinados; no estamos generando nuevos, a menos que 
cambiemos algunas reglas de contratación. Las diversas vías de contratación no obligan necesariamente a 
modificar los recursos que ya están utilizados. Expresamos esto en buen sentido, buscando fórmulas. 


SEÑORA FORCADE.- Hay un tema importante. Entendemos que los funcionarios provenientes del 
Banco Hipotecario no están desplegando el 100% de sus aptitudes. Estamos hablando de una franja 
etaria que tiene como promedio 55 años. En países como el nuestro, es muy difícil cambiarlos de lugar 
de trabajo, de compañeros. Hay todo un proceso interno psico-laboral que trata de identificar a los 
funcionarios con el nuevo organismo, con la nueva función, con los nuevos cometidos, que todavía no 
está terminado. Quizás, hoy tampoco estén las condiciones dadas para que la Agencia pueda establecer 
un sistema definitivo de recursos humanos. 


El tiempo de estos becarios no se acompasa con el tiempo de la Agencia. Habría un interés general contra un 
interés particular de este grupo, que es muy válido, pero la Agencia tiene que pensar con responsabilidad. Se 
trata de que la institución tenga la cantidad necesaria de funcionarios, trabajando al 100%. Es una tarea 
diaria. Hay que motivar, ayudar, acompañar, y no es fácil con las redistribuciones. 


SEÑOR MENDIVE.- Nosotros somos los primeros interesados en que la Agencia Nacional de Vivienda 
cuente con la experiencia de los becarios. ¿Quién más que nosotros puede anhelar que muchos de los 
becarios continúen, por lo que han aportado y por lo que significan en cuanto a la renovación, al 
entusiasmo y a la profesionalidad? | Pero nosotros tuvimos ciertas restricciones, tanto desde el punto de 


vista de la normativa jurídica que nos rige, como de la política pública con relación al sistema de 
becarios, como de carácter presupuestal. Queremos dejar bien claro y esta es una posición de 
Directorio que nosotros somos los primeros interesados en que los becarios que se desempeñaron 
satisfactoriamente en estas tareas puedan continuar. Pero tenemos que atenernos a una normativa 
general y a las políticas públicas definidas en este sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece vuestra presencia y vuestros aportes, que siempre van 
a ser bienvenidos. 


(Se retira de Sala la delegación del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, y la 
de la Agencia Nacional de Vivienda) 


SEÑOR TIERNO.- Quiero manifestar que entregué a la Secretaría las invitaciones que se están 
distribuyendo, tanto para el Foro como para una muestra que se va a realizar en el Salón de los Pasos 
Perdidos. El Foro Cárnico está programado para el 2 de junio. Tengo en mi poder el programa de la 
actividad, que dice a quiénes se va a invitar y quiénes van a participar, porque ya están 
comprometidos, y también cuento con una carta tipo de invitación, planteando los temas que nos 
preocupaban cuando se hizo esta invitación. 


Para el cierre del Foro, está prevista como dice aquí la participación del Instituto Nacional de Carnes y la de 
un integrante por cada Comisión que convoca. La nuestra es una de las que está convocando, y, por tanto, 
tendríamos que elegir a nuestro representante. 


Es bueno que cada uno, sobre todo, los Diputados del interior, invitemos a participar tanto a los empresarios 


como a los trabajadores de los frigoríficos de nuestros departamentos. Cada uno va a estar representado en su 
Asociación, pero que participen también es bueno. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera comentar que antes de presentar esta tarea, el Diputado Tierno tuvo 
la delicadeza de consultarme, a fin de que en nombre de la Comisión pudiera dar el visto bueno. 


Se ha planteado que el Presidente de la Comisión sea quien participe del cierre del Foro. 
Si no se hace uso de la palabra se va a votar. 


(Se vota) 


Cuatro en cinco: AFIRMATIVA. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


